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En sesión celebrada el día 16 de enero de
2012, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa
audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

1.º Darse por enterada del informe sobre el
grado de cumplimiento por parte del Servicio
Navarro de Salud-Osasunbidea de los plazos en
las revisiones médicas marcados por los distintos
profesionales en las distintas especialidades, ela-
borado por la Oficina del Defensor del Pueblo de
Navarra.

2.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento de Navarra.

3.º Disponer que la exposición del mencionado
informe se celebre en una próxima sesión de la
Comisión de Régimen Foral.

Pamplona, 16 de enero de 2012

El Presidente: Alberto Catalán Higueras

Informe sobre el grado de 
cumplimiento por parte del Servicio

Navarro de Salud-Osasunbidea de los
plazos en las revisiones médicas 

marcados por los distintos 
profesionales en las distintas 

especialidades, elaborado por la Ofi-
cina del Defensor del Pueblo de 

Navarra

ÍNDICE

I. Introducción (Pág. 2).

II. Informe emitido por el Departamento de
Salud (Pág. 3).

III. Marco legal aplicable (Pág. 7).

1. Legislación estatal (Pág. 7).

2. Legislación foral (Pág. 7).

IV. La aplicación de los principios de igualdad y de
equidad a las consultas de revisión (Pág. 8).

V. Análisis del régimen de las consultas de revi-
sión a la luz de los principios de igualdad y
de equidad, así como de los tiempos máxi-
mos de espera que exige una asistencia
sanitaria de calidad (Pág. 9).

VI. Conclusiones extraíbles del marco legal rese-
ñado (Pág. 11).

VII. Propuestas (Pág. 11).

I. INTRODUCCIÓN.

En sesión celebrada el 6 de septiembre de
2011, la Junta de Portavoces del Parlamento de
Navarra acordó solicitar al Defensor del Pueblo de
Navarra la elaboración de un informe sobre los
incumplimientos por parte del Servicio Navarro de
Salud-Osasunbidea de los plazos en las revisio-
nes médicas marcados por los distintos profesio-
nales en las distintas especialidades.

El acuerdo responde a una solicitud del grupo
parlamentario Nafarroa Bai. En el texto de esta
solicitud se hace referencia a que la Consejera de
Salud del anterior Gobierno de Navarra, respon-
diendo a una pregunta parlamentaria en la Comi-
sión de Salud de 26 de octubre de 2010, sobre el
incumplimiento de plazos en las revisiones médi-
cas, había afirmado que “la media de la previsión
es de 32 días y que se gestiona lo mismo que las
primeras visitas”, pero que dicho grupo parlamen-
tario tiene constancia de que en la realidad esto
no es así.

Atendiendo a esta petición, se ha elaborado el
presente informe en el que, de modo sistemático,
se describe, en primer lugar, el contenido del
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informe elaborado por el Departamento de Salud
a solicitud de esta institución; en segundo lugar,
se identifica y describe el marco legal estatal y
foral que regula los tiempos máximos de espera
para recibir asistencia sanitaria, el funcionamiento
de las listas de espera, y las garantías de los
pacientes en espera; en tercer lugar, se analiza la
aplicación a las consultas de revisión de los princi-
pios de igualdad y de equidad que, conforme a la
legislación foral, presiden la organización asisten-
cial del sistema sanitario navarro y sustentan los
derechos y deberes de las personas en materia
de salud; en cuarto lugar, se aborda un análisis
del régimen actualmente vigente para las consul-
tas de revisión, a la luz de los principios de igual-
dad y de equidad y de los tiempos máximos de
espera que exige una asistencia sanitaria de cali-
dad; termina el informe exponiendo unas conclu-
siones y las correspondientes propuestas.

II. INFORME EMITIDO POR EL DEPARTA-

MENTO DE SALUD.

Con el fin de poder elaborar el informe solicita-
do por el Parlamento de Navarra acerca de los
posibles incumplimientos por parte del Servicio
Navarro de Salud-Osasunbidea de los plazos en
las revisiones médicas marcados por los distintos
profesionales en las distintas especialidades, se
solicitó al Departamento de Salud que, en el plazo
de un mes, remitiera a esta institución un informe
sobre todo lo relacionado con las revisiones médi-
cas en todas las especialidades, tanto en consulta
externa como hospitalaria, y, en particular, los pla-
zos establecidos o previstos para las mismas en
normas o en los protocolos médicos de las distin-
tas especialidades, así como en los programas de
carácter preventivo que tenga instaurados el Ser-
vicio Navarro de Salud-Osasunbidea.

Con fecha de 4 de noviembre de 2011, se reci-
bió en la institución el informe elaborado por el
Departamento de Salud, que es del siguiente
tenor literal:

“La Consejera de Salud que suscribe, en rela-
ción al expte. IP02-11, le envía el siguiente informe
sobre la situación de las listas de espera para revi-
siones en Asistencia Especializada y Salud Mental
en el Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea:

Para poder valorar la situación de las esperas
en las revisiones y su evolución, hemos tomado
dos fechas como referencia, una a 31 de diciem-
bre del 2010, y la fecha de 30 de septiembre del
presente año, lo que nos permitirá observar la
evolución de las mismas en los últimos meses.

Como se puede apreciar en el anexo al pre-
sente informe, hemos separado las esperas de
cada uno de los hospitales de la Red, Complejo
Hospitalario de Navarra (excepto Clínica Ubar-
min), Clínica Ubarmin, Hospital Reina Sofía de
Tudela y Hospital García Orcoyen de Estella, y
después la espera del conjunto de la Red hospita-
laria de Navarra.

Hacemos mención expresa al número de
pacientes esperando para revisiones y lo que es
más importante, a la espera media prospectiva,
que son los días previstos que tendrán que espe-
rar los pacientes pendientes de revisión.

Así mismo, se diferencian tres tipos de revisio-
nes, que por su distinta importancia desde el
punto de vista clínico, tienen diferentes esperas,
las revisiones normales, las revisiones de entrega
de resultados de primeras consultas y las revisio-
nes preferentes, que puedan solicitarse desde
Atención Primaria o desde las propias especialida-
des, y en una columna el acumulado total de las
tres modalidades 

Con respecto al derecho de garantías para los
pacientes en espera pendiente de revisión, no
existe al respecto ningún tipo de normativa ni
reglamentación donde quede contemplado este
compromiso de la Administración Sanitaria.

La Ley Foral de Garantías de espera en Aten-
ción Especializada queda circunscrita exclusiva-
mente al ámbito de Primeras Consultas y de las
Intervenciones Quirúrgicas.

Por otra parte, en relación con la presencia de
protocolos médicos o guías de práctica médica en
las distintas especialidades, donde se recojan cri-
terios en la priorización de consultas sucesivas,
no existen como tal, dado que, en este sentido,
debemos tener presente que las revisiones y la
priorización de las mismas es una decisión de
carácter exclusivamente clínico unido principal-
mente a la situación que con respecto a cada
enfermedad, se encuentre un determinado pacien-
te, mas que a una norma escrita limitante de la
variabilidad de la práctica clínica.

No obstante, es en el tratamiento de las patolo-
gías oncológicas, más concretamente en el segui-
miento de cáncer de mama y cáncer ginecológico,
donde los respectivos Comités de Tumores en los
que se encuentran representadas todas las espe-
cialidades encargadas del diagnóstico y tratamien-
to de los procesos oncológicos, se establecen cri-
ter ios de funcionamiento en relación a la
periodicidad de las revisiones y qué especialidad
debe llevarla a cabo.
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Así mismo, existe documentación donde se
recogen modelos de circuitos para la atención de
pacientes con patología oncológica de mama así
como de puesta en marcha de protocolos de auto-
cita orientados al trabajo de gestión y planificación
de las agendas de consultas de revisiones, y a
facilitar la accesibilidad a los pacientes afectados
de procesos oncológicos de mama, sin estar vin-
culados en ningún aspecto al establecimiento de
Guías de Práctica Clínica que supongan una unifi-
cación de criterios clínicos en la atención de estos
procesos.

Por otra parte, y con un planteamiento de
carácter general, existe una Resolución de la
Gerencia del Servicio Navarro de Salud-Osasunbi-
dea del año 2006, donde se recogen las “Normas
de Programación y Funcionamiento de las Consul-
tas Especializadas en el Área de Pamplona”, para
su aplicación en la organización y funcionamiento
de las actividades de Consultas Ambulatorias
Especializadas, y que afectan a todas las partes
implicadas, en concreto, Atención Primaria, Asis-
tencia Especializada y la Sección de Admisión de
la Subdirección de Coordinación de Asistencia

Ambulatoria, con el objetivo de protocolizar unas
reglas de funcionamiento en cuanto a la deriva-
ción de pacientes y planificación de la actividad en
las consultas especializadas, tanto en la modali-
dad de primeras consultas como en revisiones.

ACLARACIONES TÉCNICAS

1- El indicador de las esperas medias, hace
referencia a los días naturales que esperan los
pacientes, por encima de la fecha inicialmente
prevista para la consulta de revisión.

2- La modalidad de “sucesivas de resultados”
es aquella consulta destinada a la confirmación
diagnostica tras la valoración de las distintas prue-
bas complementarias indicadas en una consulta
previa, ya sea primera o sucesiva.

3- La “revisión preferente” es aquella que aten-
diendo a las circunstancias clínicas de los pacien-
tes y a petición expresa de los facultativos espe-
cialistas o de atención primaria debe ser vista de
forma prioritaria.

Se adjunta documento en formato PDF con la
información numérica.”
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III. MARCO LEGAL APLICABLE.

1. LEGISLACIÓN ESTATAL.

La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y
Calidad del Sistema Nacional de Salud, en su artí-
culo 4 establece los derechos de los ciudadanos
en el conjunto del Sistema Nacional de Salud, y,
en el apartado b) de dicho artículo, proclama el
derecho de los ciudadanos a recibir asistencia
sanitaria en su Comunidad Autónoma de residen-
cia en un tiempo máximo, en los términos previs-
tos en el artículo 25 de la Ley.

Dicho artículo 25 dispone que “en el seno del
Consejo Interterritorial se acordarán los criterios
marco para garantizar un tiempo máximo de acce-
so a las prestaciones del Sistema Nacional de
Salud, que se aprobarán mediante Real Decreto.
Las Comunidades Autónomas definirán los tiem-
pos máximos de acceso a su cartera de servicios
dentro de dicho marco.”

Pues bien, mediante el Real Decreto
1039/2011, de 15 de julio, se han establecido los
criterios marco para garantizar un tiempo máximo
de acceso a las prestaciones sanitarias del Siste-
ma Nacional de Salud. Sin embargo, estos crite-
rios marco están referidos exclusivamente a deter-
minadas intervenciones quirúrgicas. Los tiempos
máximos de acceso que se garantizan a los usua-
rios del Sistema Nacional de Salud por este Real
Decreto son de 180 días naturales para cirugía
cardiaca valvular, cirugía cardiaca coronaria, cata-
ratas, prótesis de cadera y de rodilla.

2. LEGISLACIÓN FORAL.

A. La Ley Foral 14/2008, de 2 de julio, de
Garantías de Espera en Atención Especializada.

El artículo 3, en su apartado 1, de esta Ley
Foral dispone que, en las consultas de atención
especializada, se garantiza un plazo máximo de
treinta días hábiles desde la solicitud del facultati-
vo, y en las preferentes, un plazo máximo de diez
días hábiles desde la solicitud del facultativo.

Y el mismo artículo, en su apartado 4, estable-
ce que, en consultas externas programadas, se
garantizan las consultas de asistencia especializa-
da que no tengan la consideración de revisiones,
siempre que la espera para la revisión no implique
un empeoramiento para la salud del paciente.
Añade este precepto que se entiende por “revi-
sión” la efectuada a un paciente para el segui-
miento de una entidad patológica determinada y
en la misma especialidad.

El artículo 5 regula el sistema de garantías,
determinando que, en el caso de que se superen
los tiempos de espera fijados en el artículo 3 de la
Ley Foral, el paciente podrá requerir del Servicio
Navarro de Salud-Osasunbidea una atención sani-
taria preferente y prioritaria, quedando obligado, a
requerimiento del paciente, a dar respuesta inme-
diata de atención sanitaria, en cualquiera de los
centros sanitarios de la red pública del Servicio
Navarro de Salud-Osasunbidea o, en su defecto y
de manera subsidiaria, en centros concertados
con el sistema sanitario público.

El artículo 7 regula, a su vez, el sistema de
información, disponiendo que el Servicio Navarro
de Salud-Osasunbidea facilitará información men-
sual, a través de la página Web del Gobierno de
Navarra y otros medios oficiales de comunicación
a los que tienen acceso todos los ciudadanos,
sobre el número de pacientes y la espera media
para los distintos procedimientos quirúrgicos, con-
sultas externas y pruebas diagnósticas, en cada
uno de los centros y servicios del sistema sanita-
rio público navarro.

Finalmente, el artículo 8 crea el “Registro de
pacientes en listas de espera de Navarra”, adscrito
al Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea, en el
que se han de inscribir todos los pacientes que
soliciten una atención especializada de carácter
programado y no urgente, siendo imprescindible la
inclusión del paciente en este Registro para poder
ser beneficiario de las garantías establecidas.

B. El Decreto Foral 21/2010, de 26 de abril, por
el que se aprueba el reglamento de desarrollo de
la Ley Foral 14/2008, de 2 de julio, de Garantías
de Espera en Atención Especializada.

En lo que aquí interesa, conviene destacar que
el artículo 2.3.b) de este Decreto Foral, reiterando
lo dicho en el artículo 3.4 de la Ley Foral 14/2008,
de 2 de julio, establece que quedan excluidas del
ámbito de aplicación del Decreto Foral las consul-
tas externas programadas que tengan la conside-
ración de revisión, siempre que la espera para la
revisión no implique un empeoramiento para la
salud del paciente.

C. La Ley Foral 17/2010, de 8 de noviembre, de
derechos y deberes de las personas en materia
de salud en la Comunidad Foral de Navarra.

A los efectos de una adecuada interpretación y
aplicación de los plazos máximos de espera para
recibir asistencia sanitaria establecidos en la nor-
mativa foral reseñada, con el objeto de hacer efec-
tivo el derecho a recibir la asistencia sanitaria indi-
cada, conviene tener presentes los siguientes
preceptos de esta Ley Foral:
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Artículo 5. Derechos generales en el ámbito de
la asistencia sanitaria.

(…)

2. A acceder y obtener las prestaciones sanita-
rias que correspondan, en las condiciones legal-
mente establecidas, a fin de proteger, conservar o
restablecer el estado de salud.

(…) 

10. A recibir la asistencia sanitaria en un plazo
máximo definido y a que se le aplique un sistema
de garantía en caso de demora.

Artículo 13. Derecho de acceso a la atención
sanitaria en un tiempo máximo de demora.

En el sistema sanitario de Navarra, toda perso-
na tiene derecho a recibir la atención sanitaria en
un tiempo adecuado y a la garantía de los plazos
máximos de respuesta previstos en la Ley Foral
14/2008, de 2 de julio, de Garantías de Espera en
Atención Especializada, y en sus normas de des-
arrollo.

Artículo 18. Derecho a la asistencia sanitaria
de calidad humana y científica.

(…) 

3. Se garantizará a las personas ingresadas el
derecho a la planificación del alta, de forma que
en el caso de requerir cuidados con posterioridad
al alta, se garanticen estos cuidados.

Artículo 25. Personas con enfermedades cróni-
cas.

La administración sanitaria impulsará acciones
y medidas específicas destinadas a los pacientes
crónicos que procuren la necesaria coordinación
entre los distintos niveles asistenciales y la debida
continuidad en los cuidados que requieren las per-
sonas que padecen enfermedades crónicas.

Artículo 40. Información sobre listas de espera.

1. La administración sanitaria facilitará, men-
sualmente, información veraz, a través de la pági-
na web del Gobierno de Navarra y otros medios
oficiales de comunicación a los que tienen acceso
todos los ciudadanos, sobre el número de pacien-
tes y la espera media para los distintos procedi-
mientos quirúrgicos, consultas externas y pruebas
diagnósticas, en cada uno de los centros y servi-
cios del sistema sanitario público de Navarra.

2. La administración sanitaria facilitará informa-
ción individualizada, a petición del paciente o
usuario, sobre los tiempos de espera para recibir
la asistencia sanitaria, así como sobre los siste-
mas de garantías en el caso de que se superen

los tiempos de espera máximos fijados normativa-
mente.

IV. LA APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE

IGUALDAD Y DE EQUIDAD A LAS CONSULTAS

DE REVISIÓN.

Señala el artículo 23 de la Ley 16/2003, de 28
de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema
Nacional de Salud, que todos los usuarios del Sis-
tema Nacional de Salud tienen acceso a las pres-
taciones sanitarias establecidas en la Cartera de
Servicios Sanitarios Comunes en condiciones de
igualdad efectiva.

Por su parte, el artículo 4, apartado c), de la
Ley Foral 10/1990, de 23 de noviembre, de Salud,
dispone que las actuaciones y los servicios sanita-
rios se ajustarán a los principios de equidad en los
niveles asistenciales y de igualdad en las condi-
ciones de acceso al sistema sanitario para todos
los ciudadanos.

A su vez, la Ley Foral 17/2010, de 8 de noviem-
bre, de derechos y deberes de las personas en
materia de salud en la Comunidad Foral de Nava-
rra, en su artículo 3.1 sienta, entre otros, como
principio general sobre el que se sustentan los
derechos y deberes de las personas en materia
de salud, el de “la equidad en el acceso al conjun-
to de los servicios y profesionales sanitarios dis-
ponibles, así como a recibir la asistencia sanitaria
y los cuidados a su estado de salud sin que pueda
producirse discriminación alguna por su situación
personal” y el de “la calidad y seguridad de los
servicios y prestaciones sanitarias”. En el artículo 5
enuncia los derechos de los pacientes en el ámbi-
to de la asistencia sanitaria, y entre ellos, enumera
el derecho a una atención sanitaria integral y con-
tinuada entre los distintos niveles asistenciales,
que se garantiza en condiciones de igualdad efec-
tiva.

Los principios de igualdad y de equidad son,
pues, fundamento y basamento de la organización
de las consultas de revisión, por cuanto las revi-
siones médicas constituyen una categoría o
modalidad del nivel de atención sanitaria especia-
lizada.

La igualdad, como valor superior de nuestro
ordenamiento jurídico, se traduce, no solo en la
igualdad de carácter formal reflejada en el artículo
14 de la Constitución, sino también en la igualdad
sustantiva o material recogida en el artículo 9.2 de
la norma fundamental, que obliga a los poderes
públicos a promover las condiciones para que la
igualdad de los ciudadanos sea real y efectiva. Y
en el ámbito sanitario esa igualdad se concreta en
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no sufrir un trato desigual no justificado con res-
pecto a otros usuarios de los servicios sanitarios.

El principio jurídico de equidad ha sido incor-
porado a la mayoría de la legislación reguladora
de los servicios y prestaciones sociales, y se ha
incorporado expresamente con la concreta finali-
dad de servir de impulso, de acicate, a las Admi-
nistraciones prestadoras de dichos servicios para
que se planteen aquellos objetivos que deben
alcanzarse para avanzar en la construcción de
una sociedad más justa, más equitativa, desarro-
llando los programas y actuaciones pertinentes. El
concepto de equidad aplicado a la salud exige que
los recursos sanitarios se distribuyan entre los
grupos de población, de tal forma que se minimi-
cen las diferencias en los estados de salud, ase-
gurando estándares similares para todos, así
como la misma calidad de la atención sanitaria.

Por tanto, el sistema sanitario público de Nava-
rra está presidido e informado por el principio de
igualdad efectiva en las condiciones de acceso y
utilización de los servicios sanitarios, y por el prin-
cipio de equidad en los niveles asistenciales, prin-
cipios que en la práctica se traducen en garantizar
una calidad similar de la asistencia sanitaria para
todos los pacientes, sean de primera consulta o
sean de revisión, siendo los tiempos de espera
para recibir la asistencia debida una de los princi-
pales parámetros o indicadores para medir la cali-
dad de un servicio sanitario.

Y ello es así porque la salud es uno de los
condicionantes más importantes de la vida huma-
na y, por ende, es objeto de una atención priorita-
ria por parte de los poderes públicos, lo que justifi-
ca la creación y mantenimiento de un sistema
sanitario público de carácter universal y gratuito. Y
la equidad en la realización y distribución de la
salud, esto es, en la consecución de los mejores
niveles posibles de salud para el conjunto de los
ciudadanos sin distinción alguna entre ellos, ha
sido incorporada a nuestro ordenamiento jurídico
conformando un concepto amplio de justicia
social.

En suma, conforme a estos parámetros, la
igualdad efectiva y la equidad en el acceso y utili-
zación de los servicios sanitarios requieren una
adecuada ordenación jurídica y una suficiente y
eficiente organización y dotación de los servicios
sanitarios, de manera que no solo se garantice el
mero acceso físico, sino también una utilización
de los servicios sanitarios en las debidas condicio-
nes de calidad asistencial, y la calidad exigible
pasa necesariamente por garantizar unos tiempos
máximos de espera para recibir asistencia. Así se
cumplen ambos principios de igualdad y equidad,

que presiden la organización y las prestaciones
del sistema sanitario de Navarra, y sustentan los
derechos y deberes de los pacientes en materia
de salud.

V. ANÁLISIS DEL RÉGIMEN DE LAS CON-

SULTAS DE REVISIÓN A LA LUZ DE LOS PRIN-

CIPIOS DE IGUALDAD Y DE EQUIDAD, ASÍ

COMO DE LOS TIEMPOS MÁXIMOS DE ESPE-

RA QUE EXIGE UNA ASISTENCIA SANITARIA

DE CALIDAD.

Como se ha dicho, este informe se centra en
posible retraso en dar una prestación sanitaria,
concretamente, el retraso en realizar las revisio-
nes médicas individuales en las distintas especia-
lidades y por los distintos profesionales, sobre la
fecha inicialmente prevista.

Según el informe emitido por el Departamento
de Salud, el tiempo medio en días naturales que
esperan los pacientes a partir de la fecha inicial-
mente prevista para la consulta de revisión, es el
siguiente:

Año 2010:

Asistencia especializada:

Sucesivas total: 138 días

Sucesivas normales: 323 días

Sucesivas resultados: 179 días

Sucesivas preferentes: 59 días

Salud mental:

Sucesivas total: 104 días

Sucesivas normales: 28 días

Sucesivas preferentes: 18 días

Año 2011

Asistencia especializada:

Sucesivas total: 139 días

Sucesivas normales: 427 días

Sucesivas resultados: 48 días

Sucesivas preferentes: 70 días

Salud mental:

Sucesivas total: 68 días

Sucesivas normales: 43 días

Sucesivas preferentes: 125 días

Como puede observarse, los retrasos en las
revisiones médicas son más acusados en las revi-
siones normales y descienden en el caso de las
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revisiones de entrega de resultados de primeras
consultas y en las revisiones preferentes.

También se observa, de los datos facilitados
por el Departamento de Salud, que las listas de
espera para revisiones médicas varían, dentro de
las tres tipologías de revisiones, según el centro
hospitalario de que se trate.

La constatación de estos retrasos sobre la
fecha inicialmente prevista para las consultas de
revisión, nos remite al problema que tiene la sani-
dad pública de inadecuación de medios materiales
y humanos a las necesidades de los pacientes, lo
que genera listas de espera en la calidad asisten-
cial, que particularmente las sufre el paciente,
pues el mero retraso en la resolución de un pro-
blema de salud, o el desconocimiento del diagnos-
tico definitivo, o el control  de la evolución de la
enfermedad, aunque sea de una enfermedad
menos grave, son perjudiciales en sí mismos, y
ocasionan al paciente ansiedad y sensación de
desamparo, que afectan a su calidad de vida,
pudiendo provocar, además, un aumento en la
percepción de los síntomas y amenazas de la
enfermedad.

Por ello, las Administraciones Públicas están
obligadas a poner los medios necesarios para
adecuar la oferta de servicios sanitarios y la
demanda de asistencia, siendo necesario resaltar
en este aspecto que las medidas organizativas
son sumamente importantes, pues muchas veces
los retrasos en la atención médica se producen
por aspectos tales como la falta de agilidad del
propio sistema, imprevisiones, descoordinación,
organizaciones obsoletas, en suma, por una posi-
ble falta de eficiencia.

Como hemos comprobado, en nuestro ordena-
miento jurídico no existe una norma que regule
suficientemente las listas de espera en el ámbito
de las consultas de revisión. La atención oncológi-
ca tampoco es una excepción, ya que la Orden
Foral 61/2003, de 15 de mayo, por la que se reor-
dena el Programa de Prevención de Cáncer de
Mama, que también incluye un programa para el
tratamiento y seguimiento de las patologías detec-
tadas, en su artículo 5 únicamente concreta el
plazo máximo de 28 días desde la confirmación
diagnóstica para dar inicio al tratamiento médico-
quirúrgico, remitiéndose en el resto de casos a lo
dispuesto en el artículo 1 de la Ley Foral 12/1999,
de 6 de abril, reguladora del programa de evalua-
ción y actuación sobre las listas de espera refe-
rente al cumplimiento de plazos máximos de asis-
tencia (hoy, la Ley Foral 14/2008, de 2 de julio, de
Garantías de Espera en Atención Especializada).

Así como los pacientes de primeras consultas de
atención especializada se inscriben en el “Registro de
pacientes en lista de espera” que existe oficialmente, no
ocurre lo mismo con los pacientes en espera de consulta
de revisión, pues ya nos consta que no les es de aplica-
ción la normativa foral sobre tiempos máximos de espera
en la que se crea ese Registro. No obstante, aunque
nada indica el informe del Departamento de Salud sobre
el sistema de control de estos pacientes en espera para
revisión, es de suponer que los centros sanitarios dispon-
drán de algún tipo de registro de estos pacientes a efec-
tos de los controles pertinentes, de confeccionar listas de
espera por especialidades y patologías, de fijar priorida-
des, etcétera.

En cualquier caso, partiendo de que cada
paciente requiere una respuesta más o menos
inmediata en función de la prioridad de su patolo-
gía, apreciamos que los posibles retrasos sobre la
fecha inicialmente prevista para la consulta de
revisión que actualmente estarían padeciendo los
pacientes, suponen una suspensión a la obtención
de la prestación sanitaria requerida, y, por ende,
una causa suspensiva del derecho a la asistencia
sanitaria y del derecho constitucional a la protec-
ción de la salud, amén de un alejamiento de los
principios de igualdad y equidad que preside la
organización sanitaria, ya que carece de justifica-
ción suficiente el trato desigual, normativo y fácti-
co, que están recibiendo los pacientes en revisión
sobre los pacientes en primera consulta, particu-
larmente, los pacientes en revisión para los que la
espera suponga un empeoramiento en su estado
de salud.

No cabe duda de que el paciente, en un siste-
ma sanitario público presidido por los principios de
universalidad y gratuidad, pero con medios limita-
dos, ha de soportar determinadas demoras para
acceder a las prestaciones sanitarias no urgentes,
siendo la espera consustancial a un servicio públi-
co sanitario. Pero, aun aceptado lo anterior por
inevitable en razón de las limitaciones inherentes
a cualquier servicio público, no son aceptables
demoras si los plazos superan unos límites tolera-
bles tanto desde la óptica clínica como de la per-
sonal. Una cosa es esperar quince días o un mes
sobre la fecha inicialmente prevista para ser
observado en revisión por un médico especialista,
y otra es quedar incluido en una “lista de espera”,
al parecer no formalizada, que afecta a cientos de
pacientes sujetos a unas demoras de meses
(hasta 427 días en las consultas sucesivas norma-
les en el año 2011), recayendo las consecuencias
de la demora directamente sobre los propios
pacientes incursos en una dinámica asistencial sin
determinación orientativa o aproximada de los
tiempos de espera.
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El paciente debe ser atendido dentro de un
tiempo adecuado clínicamente. Por ello, no es
aceptable, ni para la organización sanitario-asis-
tencial ni para los ciudadanos, la espera de meses
o superior a un año sobre la fecha inicial para que
los pacientes sean vistos en revisión por un espe-
cialista.

En consecuencia, parece necesario el estable-
cimiento de unas garantías mínimas para el cum-
plimiento de los tiempos clínicamente indicados
en las revisiones médicas, y para entender satisfe-
chos los ar tículos 5.10 y 40 de la Ley Foral
17/2010, de 8 de noviembre, de derechos y debe-
res de las personas en materia de salud en Nava-
rra, y los principios de igualdad y equidad que
sustentan estos derechos y deberes en materia de
salud.

VI. CONCLUSIONES EXTRAÍBLES DEL

MARCO LEGAL RESEÑADO.

Primera. La legislación básica estatal no ha
establecido plazos máximos de acceso a consul-
tas externas, ni para las primeras consultas ni
para las revisiones médicas.

Segunda. La normativa foral ha regulado y
establecido plazos máximos de asistencia y las
correspondientes garantías ante su incumplimien-
to, para las primeras consultas de atención espe-
cializada y para intervenciones quirúrgicas, dejan-
do al margen de esta regulación las revisiones
médicas.

Sin embargo, respecto de las consultas de revi-
sión, sienta un criterio importante: cuando la espe-
ra para la revisión implique un empeoramiento
para la salud del enfermo, este tipo de consultas
también quedan incluidas en el ámbito de aplica-
ción de la normativa foral de tiempos de espera,
de donde cabe inferir que cuando se prevea un
empeoramiento de la salud del paciente, el plazo
máximo para la revisión será de 30 días contados
desde la fecha que hubiera fijado el médico espe-
cialista para la revisión.

El problema práctico para la aplicación de esta
previsión legal y reglamentaria está en determinar
los casos en los que es previsible que la espera
implique un empeoramiento de la salud del
paciente. A criterio de esta institución, debe ser el
médico especialista que fije la fecha de revisión,
quien expresamente también indique si superar
esa fecha e incluir al paciente en lista de espera
puede suponer previsiblemente un empeoramien-
to de su salud.

Tercera. Puede afirmarse que, desde una pers-
pectiva exclusivamente jurídica y en líneas gene-
rales, no hay un incumplimiento por parte del Ser-
vicio Navarro de Salud-Osasunbidea de plazos
para las revisiones médicas, ya que la normativa
foral no establece tiempos máximos de espera en
este ámbito. A lo sumo, podrían incurrir en incum-
plimiento legal las revisiones médicas aplazadas
cuando el retraso implique un empeoramiento de
la salud del paciente.

No cabe aplicar con carácter general y por
analogía los plazos establecidos para las primeras
consultas porque no concurren los presupuestos
que justifican y posibilitan la aplicación analógica
de las normas según establece el artículo 4.1 del
Código Civil, por cuanto, obviamente, no estamos
ante una laguna legal, y, además, no existe seme-
janza o identidad de razón, entre los supuestos
objeto de la analogía, es decir, primera consulta y
revisión.

Cuarta. No obstante lo dicho en el número
anterior, y más allá del plazo jurídico, parece indu-
dable que la Administración sanitaria debe trabajar
en la línea de reducir de forma notable los actua-
les tiempos de espera de las revisiones médicas
en las distintas especialidades, adoptando las
medidas adecuadas para ello.

Quinta. Todos los pacientes en espera, inclui-
dos los de revisiones médicas, tienen derecho a
una información completa, accesible y constante,
sobre las listas de espera, sobre su situación de
espera, sobre el plazo medio para que se efectúe
su consulta de revisión, así como sobre las garan-
tías y alternativas posibles en razón de su estado
de salud.

Sexta. De existir vulneración del derecho a la
protección de la salud, concretado en el derecho a
la asistencia sanitaria debida, o quiebra de los
principios de igualdad y equidad, sería como
resultado de los retrasos indebidos por despropor-
cionados en la atención individualizada al paciente
en revisión, unido a la ausencia de información al
respecto, lo que conllevaría para este la carga de
soportar un importante desfase en el seguimiento
de su enfermedad.

VII. PROPUESTAS.

Esta institución, tras analizar la normativa apli-
cable y la realidad actual de las consultas de revi-
sión en el sistema sanitario de Navarra en lo que
hace a los tiempos de espera, según la informa-
ción facilitada por el Departamento de Salud, esti-
ma oportuno formular, de conformidad con el artí-
culo 16, letras b) y c), de la Ley Foral 4/2000, de 3

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 8 / 20 de enero de 2012

11



de julio, las siguientes sugerencias a la Adminis-
tración sanitaria, dirigidas a mejorar la organiza-
ción y gestión de las consultas de revisión, ello
con el objeto de reducir los tiempos de espera que
han de soportar los pacientes:

a) Efectuar una evaluación en profundidad
sobre la situación y causas de los tiempos de
espera de las revisiones médicas en las distintas
especialidades sanitarias.

b) Tras dicha evaluación, elaborar y aprobar un
Programa de medidas efectivas, dirigidas a reducir
los actuales tiempos de espera de las revisiones
médicas.

c) Plantearse, o bien la elaboración de una
normativa sobre tiempos máximos de espera en
revisiones médicas, o bien el establecimiento de
unos criterios generales de referencia para cada
especialidad médica, protocolizados y publicados,
(por ejemplo, en el Boletín Oficial de Navarra y en
el Portal web del Gobierno de Navarra), pero que
no tengan que ser de obligado cumplimiento en
todos los casos.

Descartamos la elaboración de una normativa
general en razón de que la necesidad de revisio-
nes médicas y del tiempo en el que hayan de
hacerse, depende de cada especialidad y, dentro
de esta, de las distintas patologías que sufre cada
paciente y de su concreta situación psico-física y
emotiva, debiendo prevalecer el criterio médico,
que siempre será casuístico. En suma, la casuísti-
ca que se da en las revisiones médicas desacon-
seja cualquier intento de regulación general en
abstracto.

En todo caso, sería conveniente que estos pla-
zos o tiempos máximos de espera de referencia,
figurasen en protocolos publicados en la página
web del Gobierno de Navarra y en los centros
sanitarios, por especialidades y patologías, confor-
me a criterios médicos revisables, prevaleciendo
siempre el interés clínico del paciente sobre otros
intereses organizativos.

d) Que se extreme al máximo la diligencia en
las actuaciones de los centros sanitarios en pro de
garantizar una protección integral de la salud
mediante la adopción de las medidas organizati-
vas oportunas, y de los ajustes presupuestarios
necesarios, para garantizar a los pacientes en
consultas de revisión, dentro de una inevitable fle-
xibilidad, unos plazos de espera razonables a par-
tir de la fecha inicialmente prevista para la consul-
ta de revisión. Estos plazos de espera, por norma
general, no deberían superar nunca los noventa
días.

e) Respecto de los pacientes para los que la
espera para la revisión implique un empeoramien-
to para su salud, siguiendo el mandato contenido
en la Ley Foral 14/2008, de 2 de julio, de Garantí-
as de Espera en Atención Especializada, debería
recordarse a los médicos el deber de hacer cons-
tar esta circunstancia cuando fije la fecha para la
consulta de revisión, y, en función de esta indica-
ción médica, establecer un sistema de lista de
espera formalizada y accesible por todos, similar a
la de los pacientes en primera consulta y con las
mismas garantías de tiempos máximos de espera
y alternativas de tratamiento.
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En sesión celebrada el día 16 de enero de
2012, la Mesa del Parlamento de Navarra, previa
audiencia de la Junta de Portavoces, adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

1.º Darse por enterada del informe especial
sobre la relación institucional entre el Defensor del
Pueblo de Navarra y el Defensor del Pueblo de
España, elaborado por la Oficina del Defensor del
Pueblo de Navarra.

2.º Ordenar su publicación en el Boletín Oficial
del Parlamento de Navarra.

3.º Disponer que la exposición del mencionado
informe se celebre en una próxima sesión de la
Comisión de Régimen Foral.

Pamplona, 16 de enero de 2012

El Presidente: Alberto Catalán Higueras 

Informe especial sobre la relación ins-
titucional entre el Defensor del Pue-

blo de Navarra y el Defensor del Pue-
blo de España, elaborado por la

Oficina del Defensor del Pueblo de 
Navarra

ÍNDICE

I. Introducción (Pág. 13).

II. Marco legal de referencia (Pág. 14).

III. Quejas remitidas por el Defensor del Pueblo
de Navarra al Defensor del Pueblo de España
(Pág. 16).

3.1. Número de quejas, clasificación por
materias y por Administración afectada
(Pág. 16).

3.2. Contenido de las quejas (Pág. 17).

3.3. Tramitación de las quejas (Pág. 19).

IV. Actuaciones de oficio del Defensor del Pueblo
de Navarra remitidas al Defensor del Pueblo
de España (Pág. 20).

V. Recomendaciones y sugerencias del Defen-
sor del Pueblo de España referidas a la Admi-
nistración del Estado (Pág. 22).

VI. Supervisión de las Administraciones Públicas
de Navarra por el Defensor del Pueblo de
España (Pág. 26).

6.1. Quejas recibidas de Navarra (Pág. 26).

6.2. Actuaciones de oficio realizadas ante las
Administraciones Públicas de Navarra
(Pág. 28).

6.3. Investigaciones practicadas a las Adminis-
traciones públicas de Navarra (Pág. 29).

6.4. Recomendaciones y sugerencias dirigi-
das individualmente a las Administracio-
nes públicas de Navarra (Pág. 29).

VII. Conclusiones (Pág. 30).

I. INTRODUCCIÓN.

La colaboración entre las instituciones encar-
gadas de proteger los derechos de los ciudadanos
ante las Administraciones públicas es esencial,
tanto para garantizar los principios constituciona-
les de sometimiento de estas a la Constitución y
al ordenamiento jurídico, como para lograr la efi-
cacia en el cometido de sus funciones de mejor
servicio al interés general.

Esta colaboración mutua se encuentra fuerte-
mente arraigada en las relaciones existentes entre
el Defensor del Pueblo de España y el Defensor
del Pueblo de Navarra, quienes, en aras del logro
de la eficacia y eficiencia de sus funciones, man-
tienen una relación de recíproco apoyo y mutua
lealtad.

Es objeto de este informe presentar, ante el
Parlamento de Navarra, datos concretos de la
actividad que cada una de estas instituciones des-
arrollan en su ámbito competencial, y de la cola-
boración existente entre ambas, con el fin de que
el Parlamento de Navarra pueda conocer los
asuntos que los ciudadanos y ciudadanas de
Navarra plantean al Defensor del Pueblo de Espa-
ña en su relación con las Administraciones públi-
cas, bien de Navarra, bien de otras distintas,
como ocurre en la mayoría de los casos.

En cuanto a su estructura, el Informe se divide
en siete partes:

• En la primera parte, se describe el marco
normativo de aplicación (Capítulo II).

Informe especial sobre la relación institucional entre el Defensor del Pue-
blo de Navarra y el Defensor del Pueblo de España, elaborado por la
Oficina del Defensor del Pueblo de Navarra



• En la segunda, se aportan los datos relativos
a las quejas remitidas por el Defensor del Pueblo
de Navarra al Defensor del Pueblo de España
(Capítulo III).

• En la tercera, se reflejan las actuaciones de
oficio abiertas por el Defensor del Pueblo de
Navarra y que han sido remitidas al Defensor del
Pueblo de España (Capítulo IV)

• En la cuarta, se identifican las recomendacio-
nes y sugerencias dictadas por el Defensor del
Pueblo de España en las quejas remitidas por el
Defensor del Pueblo de Navarra (Capítulo V).

• En la quinta, se incluye información relativa a
la actividad del Defensor del Pueblo de España
durante los años 2007 a 2010, respecto a la super-
visión de las Administraciones públicas de Navarra
(Capítulo VI).

• Y en la última, se extraen las conclusiones
del análisis realizado (Capítulo VII).

II. MARCO LEGAL DE REFERENCIA.

El artículo 54 de la Constitución Española defi-
ne al Defensor del Pueblo como el alto comisiona-
do de las Cortes Generales, designado por estas
para la defensa de los derechos reconocidos en el
título I, para lo que puede supervisar la actividad
de la Administración, dando cuenta a la Cortes
Generales.

Mediante la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril,
se creó la institución del Defensor del Pueblo. La
propia Ley Orgánica de creación del Defensor del
Pueblo recogió la posible existencia de órganos
similares de las Comunidades Autónomas, seña-
lando, al efecto, en su artículo 12, que “los órga-
nos similares de las Comunidades Autónomas
coordinarán sus funciones con las del Defensor
del Pueblo y éste podrá solicitar su cooperación”.

Además, mediante Ley 36/1985, de 6 de
noviembre, se regulan las relaciones entre la insti-
tución del Defensor del Pueblo y las figuras simila-
res en las distintas Comunidades Autónomas.

El preámbulo de esta segunda Ley declara
que, en el proceso de desarrollo de las institucio-
nes propias de las Comunidades Autónomas,
tiene singular importancia regular el sistema de
relaciones entre el Defensor del Pueblo - institu-
ción consagrada en el artículo 54 de la Constitu-
ción - y las figuras similares previstas en los res-
pectivos Estatutos de Autonomía o, en su caso, en
Leyes aprobadas por las Comunidades Autóno-
mas y cuya finalidad básica y común es también la
defensa de los derechos y libertades comprendi-

dos en el Título I de la Constitución, con la facul-
tad de supervisar la actividad de la Administración
pública en el ámbito de cada Comunidad Autóno-
ma.

En Navarra, la institución del Defensor del Pue-
blo de Navarra se creó mediante la Ley Foral
4/2000, de 3 de julio, del Defensor del Pueblo de
la Comunidad Foral de Navarra.

El artículo 1.1 de esta Ley Foral define al
Defensor del Pueblo de Navarra como el alto
comisionado del Parlamento de Navarra, designa-
do por este para la defensa y mejora del nivel de
protección de los derechos y libertades ampara-
dos por la Constitución y la Ley Orgánica de Rein-
tegración y Amejoramiento del Régimen Foral de
Navarra, que cuenta como función primordial la de
salvaguardar a los ciudadanos y ciudadanas fren-
te a los posibles abusos y negligencias de la
Administración.

Por otra parte, recientemente, mediante la Ley
Orgánica 7/2010, de 27 de octubre, se ha reforma-
do la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra.

Según reza la exposición de motivos de esta
Ley Orgánica, “la modificación y actualización de
la Ley Orgánica 13/1982 supone la adaptación del
texto vigente a la nueva realidad jurídico-política
existente, tras casi tres décadas de vigencia del
mismo, y en relación con las instituciones de la
Comunidad Foral de Navarra (Título I), se adecua
la regulación de las tres Instituciones Forales de
Navarra ya reconocidas como tales por el artículo
10 del Amejoramiento (en particular del Parlamen-
to de Navarra y del Presidente del Gobierno de
Navarra, que pasa a configurarse como Presidente
de la Comunidad Foral), y se introduce en dicho
texto una mención expresa tanto al Defensor del
Pueblo de Navarra como al Consejo de Navarra,
que por su rango, relevancia y funciones, se consi-
dera deben tener cabida en el mismo.”

Como consecuencia de lo anterior, la Ley
Orgánica 7/2010 añade un nuevo artículo 18 ter a
la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento
de la Comunidad Foral de Navarra, con la siguien-
te redacción:

“Artículo 18 ter.

1. Como órgano dependiente del Parlamento
de Navarra actuará el Defensor del Pueblo de
Navarra, al que, sin perjuicio de la competencia
del Defensor del Pueblo designado por las Cortes
Generales, corresponderá la función de defensa y
protección de los derechos y libertades ampara-
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dos por la Constitución y la presente Ley Orgáni-
ca, en el ámbito competencial de la Comunidad
Foral, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad
de las Administraciones Públicas de Navarra,
debiendo dar cuenta de sus actuaciones al Parla-
mento.

2. Por ley foral se regulará la elección, atribu-
ciones, régimen jurídico y funcionamiento del
Defensor del Pueblo de Navarra.”

En lo que respecta al ámbito subjetivo de la
supervisión del Defensor del Pueblo de Navarra,
este se extiende a las Administraciones públicas
de Navarra, que, conforme al artículo 1.3 de la Ley
Foral reguladora de la institución, alcanza a:

1. La Administración de la Comunidad Foral,
sus organismos autónomos, sociedades públicas
y demás entes públicos que de ella dependan.

2. Las Entidades Locales de Navarra, sus orga-
nismos autónomos, sociedades públicas y demás
entes públicos que de ella dependan.

3. La Administración parlamentaria.

4. La actividad administrativa de las institucio-
nes creadas por el Parlamento de Navarra.

5. Los servicios gestionados por personas físi-
cas o jurídicas mediante concesión administrativa,
y, en general, a cualquier organismo o entidad,
persona jurídica o física, que actúe en un servicio
público estando sometida, al tiempo, a algún tipo
de control o tutela administrativa en todo lo que
afecte a las materias en que la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral
de Navarra otorga competencias a la Comunidad
Foral.

Por su parte, el Defensor del Pueblo de Espa-
ña extiende su ámbito de supervisión a todas las
Administraciones públicas, incluidas, por tanto, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas
y de las entidades locales y, por ende, las Admi-
nistraciones públicas de Navarra.

La concurrencia competencial existente entre
el Defensor del Pueblo de Navarra y el Defensor
del Pueblo de España en lo que a la supervisión
de las Administraciones públicas de Navarra se
refiere, permite a los ciudadanos y ciudadanas
optar por acudir a una u otra institución parlamen-
taria. Ahora bien, como pondrán de manifiesto los
datos que contiene este informe, estos ciudada-
nos acuden, con carácter general, al comisionado
del Parlamento de Navarra en demanda de la pro-
tección de sus derechos y libertades y de defensa
frente a los abusos y negligencias de la Adminis-
tración Foral, de la Administración Local de Nava-

rra y de la Administración corporativa e institucio-
nal.

Como ya se ha señalado, ambas instituciones
parlamentarias son autónomas e independientes
en el ejercicio de sus funciones y su relación se
rige por los principios de lealtad constitucional,
cooperación y colaboración mutua.

Uno de los supuestos específicos de colabora-
ción lo constituye la supervisión de la Administra-
ción del Estado y de sus órganos periféricos, que
está reservada al Defensor del Pueblo de España.
En este caso, el principio de colaboración y coo-
peración mutua se materializa en la remisión por
parte del Defensor del Pueblo de Navarra al
Defensor del Pueblo de España, de las quejas que
recibe sobre la actuación de órganos de la Admi-
nistración General del Estado, quien acusa recibo
de la misma y comunica al Defensor del Pueblo de
Navarra el resultado obtenido tras la tramitación
de la queja.

Además, el artículo 1.2 c) de la antes mencio-
nada Ley 36/1985, de 6 de noviembre, por la que
se regulan las relaciones entre la institución del
Defensor del Pueblo y las figuras similares en las
distintas Comunidades Autónomas, faculta al
Defensor del Pueblo de Navarra para dirigirse al
Defensor del Pueblo de España si observa infrac-
ciones o irregularidades en la actuación de la
Administración general del Estado.

Por otra parte, conforme a lo establecido en el
artículo 2.3 de la Ley 36/1985, el Defensor del
Pueblo de España puede recabar la colaboración
del Defensor del Pueblo de Navarra para que este
supervise la actividad de órganos de la Adminis-
tración pública estatal.

A través de todos estos cauces de colabora-
ción y cooperación recíproca, ambas instituciones
llevan a cabo sus funciones de supervisión y su
misión de defensa de los derechos y libertades de
un modo pleno y eficaz, sin que se produzca, en
la práctica, solapamiento alguno en el ejercicio de
sus funciones.

En todo caso, conviene recordar que se trata
de dos instituciones que no son estrictamente
correlativas y cuyas diferencias las hacen actuar
con modos y resultados distintos.

El Defensor del Pueblo de Navarra tiene, como
funciones, la defensa de los derechos constitucio-
nales de los ciudadanos, la defensa de los dere-
chos que reconoce la LORAFNA a los navarros, la
protección de los derechos que las leyes de la
Comunidad Foral de Navarra atribuye a estos, así
como funciones proactivas dirigidas a la mejora de
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la protección del nivel de los derechos de los ciu-
dadanos y a la mejora de los servicios públicos
que prestan la Administración de la Comunidad
Foral de Navarra, las entidades locales y cualquier
organismo público de la Comunidad Foral de
Navarra. Asimismo, el Defensor del Pueblo de
Navarra tiene funciones que le facultan para la
mediación y la conciliación de los intereses legíti-
mos de los particulares con el interés general de
la Administración; actúa o puede actuar, por tanto,
como un Mediador (Ararteko) entre el ciudadano y
la Administración. Igualmente, informa a los ciuda-
danos sobre el ejercicio de sus derechos ante las
administraciones públicas de Navarra, y recoge
propuestas de estos dirigidas a la mejora de los
servicios públicos, configurándose como un medio
para la participación ciudadana. También informa
a los Parlamentarios Forales, al Parlamento de
Navarra y a otras entidades, a solicitud de ellos,
sobre asuntos de su competencia.

Por su parte, el Defensor del Pueblo de Espa-
ña, además de la función de defensa de los dere-
chos constitucionales, está legitimado para inter-
poner el recurso de inconstitucionalidad y el
recurso de amparo, así como para ejercer las fun-
ciones del denominado “Mecanismo Nacional para
la Prevención de la Tortura y Malos Tratos”, o inter-
poner el Habeas Corpus. Para el ejercicio de su
función de defensa de los derechos comprendidos

en el Título I de la Constitución Española, puede
supervisar la actividad de todas las Administracio-
nes públicas, dando cuenta a las Cortes Genera-
les.

III. QUEJAS REMITIDAS POR EL DEFENSOR

DEL PUEBLO DE NAVARRA AL DEFENSOR

DEL PUEBLO DE ESPAÑA.

3.1 NÚMERO DE QUEJAS, CLASIFICACIÓN
POR MATERIAS Y POR ADMINISTRACIÓN
AFECTADA.

Desde que se creara la institución del Defensor
del Pueblo de Navarra, en el año 2000 hasta el 30
de junio de 2011, las quejas remitidas por este al
Defensor del Pueblo de España han sido 559, que
representan un porcentaje del 9,85% de todas las
recibidas por el Defensor del Pueblo de Navarra
en este periodo de tiempo, que ascienden a
5.678.

La remisión de estas quejas ha obedecido, en
todos los casos, al hecho de que se trataba de
asuntos reservados a la competencia del Defensor
del Pueblo de España, que excedían, en conse-
cuencia, del ámbito de supervisión o competencia
del Defensor del Pueblo de Navarra.

Las materias sobre las que han versado las
quejas remitidas al Defensor del Pueblo de Espa-
ña han sido las siguientes:
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Quejas por materias Nº quejas %

Interior 107 19,14%
Seguridad Social 98 17,53%
Tráfico 57 10,20%
Justicia 50 8,94%
Extranjería 49 8,77%
Servicios Públicos 36 6,44%
Función Pública 28 5,01%
Trabajo 26 4,65%
Educación y Enseñanza 20 3,58%
Bienestar Social 18 3,22%
Hacienda 17 3,04%
Garantías de los ciudadanos en sus relaciones con
las Administraciones Públicas

15 2,68%

Bilingüismo 8 1,43%
Sanidad 6 1,07%
Vivienda 6 1,07%
Medio Ambiente 5 0,89%
Agricultura 5 0,89%
Obras Públicas 4 0,72%
Urbanismo 2 0,36%
Varios (jurídico privadas) 1 0,18%
Industria 1 0,18%

Total 559 100,00%



3.2 CONTENIDO DE LAS QUEJAS.

Seguidamente, se detalla, de forma resumida,
el contenido de las quejas presentadas al Defen-
sor del Pueblo de Navarra, que han sido remitidas
al Defensor del Pueblo de España, por el orden
alfabético de las materias en que se han clasifica-
do.

3.2.1 Agricultura.

En esta área, se han remitido 5 quejas, que, en
su conjunto, representan el 0,89% del total de
quejas remitidas.

Los problemas expuestos por los ciudadanos
se han referido, principalmente, a discrepancias
con la actuación de Sindicatos de Riegos y Comu-
nidades de Regantes (en particular, a su discon-
formidad con las liquidaciones practicadas para
hacer efectiva la distribución de gastos).

3.2.2 Bienestar social.

Se han remitido 18 quejas al Defensor del Pue-
blo de España, que representan el 3,22% del total.

En ellas se han planteado asuntos relaciona-
dos:

– Con la atención y protección de las personas
mayores y, en particular, la insuficiencia de algu-
nas pensiones no contributivas.

– La protección de menores, como la denega-
ción de autorizaciones de estancia en territorio
español de menores extranjeros, o la disconformi-
dad de algunas familias con la gestión de los pun-
tos de encuentro familiar.

– La denegación del reconocimiento de disca-
pacidades.

– La insuficiencia de algunas medidas adopta-
das para la conciliación de la vida familiar y labo-
ral.

– La insuficiencia de medidas establecidas
para la protección de las víctimas de delitos vio-
lentos y contra la libertad sexual.

3.2.3 Educación y enseñanza.

En esta área, se han remitido 20 quejas al
Defensor del Pueblo de España, que suponen un
3,58% del total.

La mayoría de las quejas versa sobre las con-
diciones de obtención, expedición y homologación
de títulos académicos. También se han remitido
quejas sobre:

– La configuración de las pruebas académicas
realizadas por la Universidad Nacional de Educa-
ción a Distancia de Pamplona y Tudela.

– Las calificaciones otorgadas en virtud de
dichas pruebas.

– La denegación de becas al estudio por el
Ministerio de Educación.

3.2.4 Euskera.

Se han remitido 8 quejas que suponen un 1,43
% del total.

Han versado sobre:

– La disconformidad con la expedición, única-
mente en castellano, del Documento Nacional de
Identidad.

– La expedición también únicamente en caste-
llano de las certificaciones del Registro Civil.

– La rotulación, únicamente en castellano, del
aeropuerto de Pamplona.

– La falta de edición en euskera de documen-
tación del Instituto Nacional de la Seguridad
Social a trabajadores de la zona vascófona.

3.2.5 Extranjería.

Las quejas remitidas en esta materia han sido
49, y representan en 8,77 % del total.

Las quejas se han formulado, principalmente,
por:

– La demora de los órganos periféricos de la
Administración del Estado en la tramitación y
renovación de permisos de residencia y trabajo.

– La denegación de visados (estancia, reagru-
pación familiar, estudiante) por embajadas espa-
ñolas.

– La denegación de solicitudes de reagrupa-
miento familiar.

– Las dificultades existentes en algunos casos
para tramitar la obtención de la nacionalidad espa-
ñola.

3.2.6 Función pública.

En esta área las quejas remitidas han sido 28,
que suponen un 5,01% del total.

El contenido de las quejas ha sido el siguiente:

– Discrepancias en torno a los procesos selec-
tivos convocados por órganos de la Administración
General del Estado: disconformidad con las bases
de las convocatorias, desavenencias con las califi-
caciones otorgadas por los órganos de selección,
falta de contestación a las solicitudes de revisión
de exámenes…
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– Desacuerdo en torno al reconocimiento y
pago de conceptos retributivos al personal al ser-
vicio de la Administración General del Estado.

– Falta de cómputo recíproco de cotizaciones
entre las Administraciones Públicas de Navarra y
la Seguridad Social.

– Desavenencias sobre la interpretación efec-
tuada por la Administración General del Estado en
materia de algunos derechos y deberes de funcio-
narios pertenecientes a dicha Administración.

3.2.7 Garantías de los ciudadanos en sus

relaciones con las Administraciones Públicas.

En esta área, se han remitido 15 quejas que
suponen un 2,68% del total.

En estas quejas se ha denunciado el incumpli-
miento, por parte de órganos de la Administración
General del Estado (Consulados, Delegaciones
del Gobierno en las Comunidades Autónomas,
Ministerios, Tribunal Económico-Administrativo
Central, etcétera) del derecho de los ciudadanos a
obtener una respuesta expresa de las Administra-
ciones públicas, a la información, a la participa-
ción ciudadana y a la debida atención por parte de
los empleados públicos.

3.2.8 Hacienda.

En esta área, las quejas remitidas han sido 17,
que suponen un 3,04% del total.

El contenido de las quejas ha versado, en su
mayor parte, sobre discrepancias en torno a la
gestión y liquidación de impuestos por la Agencia
Tributaria del Estado.

3.2.9 Industria.

En esta área, únicamente se ha remitido una
queja al Defensor del Pueblo de España, que ha
versado sobre el desacuerdo de los productores
fotovoltaicos de Navarra con el nuevo régimen
legal previsto para las producciones de energía
fotovoltaica en España y su solicitud de que se
anule o que se recurra ante el Tribunal Constitu-
cional.

3.2.10 Interior.

En esta área, las quejas remitidas han sido
107, lo que representa un 19,14% del total, siendo
la primera materia en el número de quejas.

Dentro de esta materia:

– Las quejas sobre la Administración peniten-
ciaria han sido 53.

– Las quejas por discrepancias de los ciudada-
nos con actuaciones policiales, han sido 30.

– 10 quejas han versado sobre dificultades o
demora en la realización de trámites de carácter
administrativo.

– 4 quejas han sido sobre seguridad ciudadana.

– 10 quejas han tenido por objeto sobre otros
asuntos.

3.2.11 Justicia.

En esta materia, las quejas remitidas han sido
50, lo que representa un 8,94% del total.

El mayor número de ellas se centra en el fun-
cionamiento de los Registros dependientes del
Ministerio de Justicia, en su mayor parte, sobre la
dilación en la inscripción de actos en los Registros
Civiles o sobre la denegación de inscripciones.

También se han cursado quejas sobre discre-
pancias de los ciudadanos con los fallos judicia-
les, y sobre dilaciones en la ejecución de senten-
cias y en la tramitación de los procesos judiciales

3.2.12 Medio ambiente.

En esta materia, las quejas remitidas han sido
5, que suponen el 0,89% del total.

El contenido de las quejas se ha referido a:

– Molestias ocasionadas por ruidos.

– La necesidad de adoptar alguna o algunas
medidas de protección medioambiental, en con-
creto:

• El desacuerdo con el futuro vertido al rio Arga
de las aguas no depuradas totalmente del
polígono de Valdizarbe al barranco de Saka-
gorri.

• La falta de limpieza de un escoderrero de un
barranco procedente de las Bardenas Reales
de Navarra.

• La falta de contestación, por parte de la Con-
federación Hidrográfica del Ebro, a un estudio
presentado por una asociación ambiental,
relativo a la situación del rio Arga por la cons-
trucción de dos presas para producción hidro-
eléctrica.

3.2.13 Obras públicas.

En esta área, se han remitido 4 quejas al
Defensor del Pueblo de España, que suponen un
0,72 % del total.

En las quejas se han planteado discrepancias
con la ejecución, por la Administración General del
Estado, de diversas obras de infraestructuras y
dotaciones públicas, en concreto: por el llenado
del embalse de Itoiz (2 quejas), por la disconformi-
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dad con el trazado del tren de alta velocidad a su
paso por Beriáin, y por los daños producidos (grie-
tas) en unas viviendas colindantes a un solar
donde se estaba construyendo el centro peniten-
ciario de Pamplona.

3.2.14 Sanidad.

Las quejas dirigidas al Defensor del Pueblo de
España en esta materia han sido 6, lo que repre-
senta un 1,07% del total.

Las principales quejas se han referido a:

– La denegación del reintegro de gastos de
asistencia sanitaria por la Mutualidad General de
Funcionarios Civiles del Estado.

– La ausencia de financiación, por el Sistema
Nacional de Salud, de determinados medicamentos.

3.2.15 Seguridad Social.

Las quejas relativas a la Seguridad Social han
sido 98. Estas quejas representan un 17,53% del
número total.

En las quejas se han expuesto cuestiones
como la demora en la concesión de algunas pen-
siones, la disconformidad con su denegación, des-
avenencias en torno a procesos de declaración de
incapacidades, y disconformidades con el régimen
de cotización de determinados colectivos de tra-
bajadores (en particular, el del Régimen especial
de los empleados de hogar).

3.2.16 Servicios públicos.

Aquí, las quejas remitidas han sido 36, lo que
representa un 6,44% del total.

Las quejas han versado sobre la prestación de
distintos servicios públicos, y, en particular, sobre
defectos en dicha prestación, principalmente, en el
servicio de correos.

También se han expuesto desavenencias de
los ciudadanos con la regulación de los servicios
de telefonía, la infraestructura de banda ancha de
la Comunidad Foral de Navarra o el incremento de
las tarifas de electricidad.

3.2.17 Trabajo.

En esta área, se han dirigido 26 quejas. En su
conjunto, estas quejas representan el 4,65% del
total.

El índice de quejas refleja las dificultades para
cobrar la prestación por desempleo, retrasos en la
tramitación de esta prestación y errores en su cál-
culo, así como la oposición de varios ciudadanos
con las actuaciones desarrolladas en el ejercicio
de sus funciones por la Inspección de Trabajo.

3.2.18 Tráfico.

Las quejas remitidas en esta materia han sido
57, lo que representa un 10,20% del total.

En la mayoría de las quejas se ha planteado la
disconformidad de los ciudadanos con las sancio-
nes impuestas en esta materia, así como con el
procedimiento sancionador seguido para su impo-
sición.

3.2.19 Urbanismo.

Las quejas han sido 2. El porcentaje de repre-
sentación de estas quejas sobre el total es del
0,36%.

Su contenido se ha referido a la disconformi-
dad de los ciudadanos con:

– La ejecución de obras de conexión de una
vía férrea con un apartadero para una empresa
instalada en un polígono industrial.

– La inactividad administrativa ante filtraciones
provenientes de una finca colindante a la del pro-
motor de la queja por obras de alcantarillado sin la
preceptiva autorización.

3.2.20 Vivienda.

En esta materia, se han remitido 6 quejas al
Defensor del Pueblo de España. En su conjunto,
representan el 1,07 % del total de quejas remiti-
das.

Se han referido, en su mayoría, a la demora en
el abono de la renta básica de emancipación de
los jóvenes y, en algún caso, a la disconformidad
con el requerimiento de reintegro de esta ayuda.

3.3 TRAMITACIÓN DE LAS QUEJAS.

La tramitación dada a los expedientes de las
quejas que se remiten al comisionado de España
se articula en un procedimiento ágil y exento de
obstáculos para el ciudadano.

Así, cuando se recibe una queja relativa al fun-
cionamiento de la Administración del Estado o de
sus órganos periféricos, se remite lo antes posible
al Defensor del Pueblo de España, quien acusa
recibo de esta e informa a nuestra institución de la
admisión o inadmisión de la queja y, en caso de
admisión, de la incoación del oportuno expediente
de investigación.

Una vez llevada a cabo la oportuna investiga-
ción, el Defensor estatal comunica al promotor de
la queja el resultado de su actuación, y remite al
Defensor del Pueblo de Navarra copia de las
actuaciones llevadas a cabo.
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Este procedimiento, consolidado entre ambas
instituciones, se configura como un sistema eficaz
para canalizar las quejas de los ciudadanos sobre
el funcionamiento de la Administración del Estado
a través del Defensor del Pueblo de Navarra,
quien, en los casos en que los ciudadanos así se
lo demandan, recibe la información y documenta-
ción que estos quieren aportar al proceso tramita-
do por el Defensor del Pueblo, al que se la remite
para su incorporación al expediente.

Como se ha dicho, atendiendo a este procedi-
miento, el Defensor del Pueblo de Navarra ha
remitido al Defensor del Pueblo de España un total
de 559 quejas en los diez años de vida de la insti-
tución foral.

En el 48,30% de los casos, el Defensor del
Pueblo respondió directamente a la persona pro-
motora de la queja y procedió con ello a poner fin
a sus actuaciones al no apreciar irregularidad
alguna o al entender que no correspondía admitir
la queja por las causas legales establecidas (270
quejas). En otro 47,58% de las quejas, el Defensor
del Pueblo continuó con la tramitación de estas y
se dirigió a la Administración Pública competente
para recabar información y, en su caso, practicar
la investigación correspondiente (266 quejas).

Tras el estudio y análisis de las quejas admiti-
das, el Defensor estatal ha considerado oportuno
formular recomendaciones y sugerencias a las
Administraciones públicas supervisadas en once
expedientes. En 82 supuestos (35% de las quejas
admitidas a trámite), el asunto ha quedado resuel-
to sin necesidad de formular recomendación o
sugerencia.

El resto de asuntos, hasta completar el número
de admisiones a trámite, se halla en curso de
investigación.

La Administración pública supervisada ha
aceptado el pronunciamiento de la institución en
cinco supuestos. En otros cuatro supuestos, la
Administración no ha aceptado las sugerencias o
recomendaciones formuladas. Los dos casos res-
tantes se encuentran pendientes de respuesta.

IV. ACTUACIONES DE OFICIO DEL DEFEN-

SOR DEL PUEBLO DE NAVARRA REMITIDAS

AL DEFENSOR DEL PUEBLO DE ESPAÑA.

También el Defensor del Pueblo de Navarra,
con ocasión de la apertura de varias investigacio-
nes de oficio, se ha dirigido al Defensor del Pueblo
de España para exponerle deficiencias en el fun-
cionamiento de los órganos y entidades de la
Administración del Estado o mejoras en normas

de competencia estatal. Lo ha hecho en el marco
de las relaciones de colaboración y cooperación
entre el Defensor del Pueblo de Navarra y el
Defensor del Pueblo de España, y al amparo de lo
dispuesto, por una parte, en el artículo 39 de la
Ley Foral 4/2000, de 3 de julio, del Defensor del
Pueblo de Navarra y, por otra, en el artículo 1.2 c)
de la Ley 36/1985, de 6 de noviembre, por la que
se regulan las relaciones entre la institución del
Defensor del Pueblo y las figuras similares en las
distintas Comunidades Autónomas.

Se trata, en unos casos de actuaciones con-
cretas y, en otros, de problemas generales, que se
considera deben ser objeto de actuación por
ambas instituciones.

Durante los años 2007 a 2011, el Defensor del
Pueblo de Navarra ha dirigido a su homólogo
estatal las siguientes siete actuaciones de oficio:

1. Trato presuntamente indebido, de los miem-
bros de la Policía Municipal de Benidorm hacia un
ciudadano navarro.

El Defensor del Pueblo de Navarra expuso el
malestar de un ciudadano navarro que, según sus
manifestaciones, había recibido un tratamiento
intolerante e intolerable, rayano en la xenofobia
por parte de miembros de la Policía Municipal de
Benidorm.

El Defensor estatal realizó una investigación
sobre estos hechos. Tras ella, procedió al cierre
del expediente por falta de prueba sobre los
hechos denunciados.

2. Falta de abono de las prestaciones por des-
empleo, ocasionada por la acumulación de expe-
dientes en el Instituto Nacional de Empleo de
Navarra.

Tras tener conocimiento el Defensor del Pueblo
de Navarra, en agosto de 2009, de las dificultades
existentes en el Instituto Nacional de Empleo de
Navarra para gestionar el abono de las prestacio-
nes de desempleo, ocasionadas por la acumula-
ción de expedientes a los que no era posible dar
salida por la escasez de plantilla, se dirigió al
Defensor del Pueblo de España, quien, a su vez,
solicitó información a la Dirección Provincial del
Servicio Público Estatal de Navarra.

Desde la Dirección Provincial del Servicio
Público Estatal de Navarra se comunicó que se
estaba impulsando en un plan para hacer frente al
incremento de las cargas de trabajo que se vieron
aumentadas por el Programa Temporal de Protec-
ción por Desempleo e Inserción.
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3. Solicitud de ubicación de un Juzgado de lo
Penal en Tudela.

Esta actuación de oficio tuvo su causa en la
disconformidad, según manifestaciones del
Gobierno de Navarra, del Colegio de Abogados de
Tudela y del Presidente del Tribunal Superior de
Justicia de Navarra, con un informe de la Comi-
sión Permanente del Consejo General del Poder
Judicial, desfavorable a la ubicación de un Juzga-
do de lo Penal en Tudela y favorable a la centrali-
zación del Juzgado en Pamplona.

Desde la institución del Defensor del Pueblo de
Navarra se expuso, por una parte, al Presidente
del Consejo del Poder Judicial, y por otra, al
Defensor del Pueblo de España, la posibilidad de
ubicar el Juzgado de lo Penal en Tudela.

Recabado informe por parte del Defensor esta-
tal al Consejo General del Poder Judicial, este
comunicó que la decisión de ubicar el Juzgado de
lo Penal en Pamplona se basaba informes de los
servicios técnicos del poder judicial, en el informe
favorable de la Sala de Gobierno del Tribunal
Superior de Justicia de Navarra y en el informe del
Servicio de Inspección del Poder Judicial.

4. Rechazo manifestado por varios municipios
de Navarra y por el Parlamento de Navarra a la
propuesta de Correos de instalar, en la Comuni-
dad Foral de Navarra, buzones compartidos para
barrios y viviendas alejados de los centros urba-
nos.

El Defensor del Pueblo de Navarra trasladó al
Defensor del Pueblo estatal una solicitud de inter-
vención ante la propuesta de la Sociedad Estatal
de Correos y Telégrafos, de instalar buzones com-
partidos para barrios y viviendas alejados de los
centros urbanos en algunas localidades del norte
de Navarra.

La solicitud se basaba en la oposición de doce
Ayuntamientos de municipios del noroeste de
Navarra a esta propuesta. Por otra parte, el Parla-
mento de Navarra aprobó una moción por la que
se instaba al Gobierno de Navarra a realizar las
gestiones pertinentes con el Gobierno del Estado
al objeto de impedir la supresión del reparto postal
domiciliario en todas las zonas de Navarra en las
que entonces estaba vigente.

El Defensor del Pueblo de España concluyó
que los diseminados de población objeto de esta
actuación de oficio podían ser considerados
“entornos especiales”, de conformidad con el artí-
culo 37 del Real Decreto 1829/1999, de 3 de
diciembre, que aprueba el Reglamento por el que
se regula la prestación de los servicios postales,

en desarrollo de lo establecido en la Ley 24/1998,
de 13 de julio, del Servicio Postal Universal y de
Liberalización de los Servicios Postales, y, que,
por tanto, la propuesta de la Sociedad Estatal
Correos y Telégrafos se ajustaba a la legalidad.

5. Facturación, por el establecimiento de llama-
da y servicio de buzón de voz, en las llamadas a
móviles cuando están apagados, comunicando o
fuera de cobertura y no se grava mensaje de voz.

Tras hacerse eco el Defensor del Pueblo de
Navarra del malestar de varios ciudadanos de
Navarra por la facturación, por parte de las com-
pañías de telefonía, de servicios de telefonía
cuando los móviles están apagados o fuera de
cobertura, se solicitó la intervención de la Defen-
sora del Pueblo de España.

Desde la institución estatal, se solicitó la elabo-
ración de un informe a la Secretaría de Estado de
Telecomunicaciones, con la finalidad de compro-
bar si, con la facturación de estos servicios, se
respetaba la normativa sobre protección de los
consumidores y usuarios.

En su respuesta, la Secretaría de Estado de
Telecomunicaciones señaló que la normativa no
prohíbe a las empresas de telefonía cobrar por la
realización de una llamada en la que se active el
buzón de voz, al margen de que se deje o no un
mensaje en dicho buzón. La Secretaría de Estado
de Telecomunicaciones sugirió también que se
analizara la queja por parte de las autoridades
estatales de consumo, por si la práctica denuncia-
da pudiera considerarse abusiva.

Por otra parte, la Defensora del Pueblo de
España comunicó al Defensor del Pueblo de
Navarra que el hecho de facturar por llamadas a
teléfonos apagados o sin cobertura, pese a no
estar activado el buzón de voz, es una práctica
abusiva, que en la actualidad ya se ha corregido.

6. Necesidad de aprobar una Ley Orgánica que
contenga una regulación completa y actualizada
de todo lo relativo al internamiento y tratamiento
médico-clínico forzoso de personas.

Por el Defensor del Pueblo de Navarra se
expuso, ante la Defensora del Pueblo de España,
la necesidad de que el Gobierno de España ela-
bore un proyecto de Ley Orgánica que contenga
una regulación completa y actualizada de todo lo
relativo al internamiento y tratamiento médico-clí-
nico forzoso de personas con enfermedad mental.

En la petición se indicaba que, a finales del
año 2010, el Tribunal Constitucional declaró con-
trario a la Constitución una parte del artículo 763
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que posibilita al

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 8 / 20 de enero de 2012

21



juez competente autorizar el internamiento de per-
sonas con trastornos psíquicos en contra de su
voluntad. Para el Tribunal, el internamiento forzoso
supone una privación de la libertad individual, lo
que exige que su regulación deba contemplarse
obligatoriamente en una Ley Orgánica, al quedar
afectado un derecho fundamental. A pesar de la
declaración de inconstitucionalidad, y con el fin de
que no se produzca un vacío normativo que impi-
da el internamiento forzoso de las personas con
enfermedad mental, el Tribunal Constitucional
mantuvo la vigencia del precepto e instó al legisla-
dor para que, a la mayor brevedad posible, regula-
se la medida del internamiento no voluntario de
trastorno psíquico mediante ley orgánica.

A la vista de esta decisión del Tribunal Consti-
tucional, se entendió, por el Defensor del Pueblo
de Navarra, que lo oportuno es que sea el Gobier-
no de España quien, a través del Ministerio de
Sanidad, Política Social e Igualdad, elabore y
eleve a las Cortes Generales un proyecto de Ley
Orgánica regulando el internamiento forzoso en
establecimientos psiquiátricos de aquellas perso-
nas que, por padecer una enfermedad mental,
necesiten ser internadas para un tratamiento psi-
quiátrico adecuado.

Por todo ello, la institución se dirigió a la
Defensora del Pueblo y le solicitó que instase al
Gobierno la rápida elaboración de ese proyecto de
ley orgánica, en el que proponía que se incorpora-
sen tres temas, como son el tratamiento ambulato-
rio involuntario de enfermos mentales, el interna-
miento y tratamiento forzoso de personas por
razones de salud pública, y las limitaciones nor-
mativas por enfermedades infecto-contagiosas
que pueden considerarse vulneradoras del dere-
cho fundamental a la no discriminación por razón
de enfermedad.

La Defensora del Pueblo de España se dirigió
al Ministerio de Justicia y le trasladó esta propues-
ta, solicitándole un informe al respecto. A fecha de
cierre de este informe, todavía no se ha recibido la
información sobre este asunto.

7. Necesidad de introducir modificaciones en el
Real Decreto 1472/2007, de 2 de noviembre, por el
que se regula la renta básica de emancipación.

A raíz de las quejas y consultas recibidas por
el Defensor del Pueblo de Navarra en relación con
la renta básica de emancipación, se trasladó a la
Defensora del Pueblo de España una propuesta
de modificación del Real Decreto 1472/2007, de 2
de noviembre, por el que se regula la renta básica
de emancipación.

La necesidad de modificar esta normativa se
basa, por una parte, en las demoras en el pago de
las ayudas, y, por otra, en la necesaria revisión de
los requisitos para acceder a esta prestación.

La Defensora del Pueblo de España ha inicia-
do el estudio sobre esta cuestión sin que, hasta la
fecha, haya comunicado el resultado obtenido.

V. RECOMENDACIONES Y SUGERENCIAS

DEL DEFENSOR DEL PUEBLO DE ESPAÑA

REFERIDAS A LA ADMINISTRACIÓN DEL

ESTADO.

Volviendo a las quejas, tras la tramitación dada
a las remitidas por el Defensor del Pueblo de
Navarra, el Defensor del Pueblo de España ha for-
mulado a las Administraciones públicas supervisa-
das seis sugerencias, cuatro recomendaciones y
un recordatorio de deberes legales.

De estas once resoluciones, la Administración
pública supervisada ha aceptado expresamente el
pronunciamiento de la institución en cinco ocasio-
nes y lo ha rechazado en cuatro. Dos resoluciones
se encuentran pendientes de respuesta.

Además, en otros cinco expedientes más, el
Defensor del Pueblo de España ha comunicado a
los promotores de las quejas que la cuestión por
ellos expuesta había dado lugar con anterioridad,
a raíz de la tramitación de otras quejas de conteni-
do análogo, a la formulación de recomendaciones
del Defensor del Pueblo de España a las Adminis-
traciones públicas supervisadas, por lo que no
consideró necesario reiterar tales recomendacio-
nes nuevamente.

Así, las dieciséis recomendaciones, sugeren-
cias, recordatorios de deberes legales y recomen-
daciones generales dictadas por el Defensor del
Pueblo de España han sido las siguientes:

1. A la Universidad Nacional de Educación a
Distancia (UNED):

En la queja se exponía la denegación, por
parte de la Universidad Nacional de Educación a
Distancia, (UNED), de una ayuda al estudio en los
Programas de Educación Permanente (Nutrición y
Dietética) para el curso académico 1999/2000.

Según lo dispuesto en la convocatoria, uno de
los requisitos para ser beneficiario de la ayuda era
haber superado el curso en la convocatoria de
junio, requisito que cumplía el promotor de la
queja. Sin embargo, en su expediente académico,
figuraba, por error, que había aprobado el curso
en la convocatoria de septiembre, circunstancia
que derivó en la denegación de la beca.
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Tras la oportuna tramitación, el Defensor del
Pueblo de España formuló a la Rectora de la Uni-
versidad Nacional de Educación a Distancia un
recordatorio de deberes legales dirigido a que
dicha Universidad cumpla y haga cumplir las nor-
mas que regulan los estudios de educación per-
manente impartidos por la misma y, particular-
mente, lo dispuesto en el ar tículo 33.2 del
Reglamento aprobado por la Junta de Gobierno
de fecha 27 de octubre de 2000.

El recordatorio fue aceptado.

2. Al Ministerio de Sanidad y Consumo:

La queja se formuló por dos ciudadanos nava-
rros, a los que, tras haber permanecido 31 años
en Australia, a su regreso a España, no se les
reconocía el derecho a ninguna pensión de la
Seguridad Social. Además, para poder tener dere-
cho a las prestaciones medico-farmacéuticas,
estos ciudadanos debían abonar unas cuotas de
108,18 euros cada uno, así como el 40% del coste
de los medicamentos. Por ello, solicitaban poder
tener derecho a las prestaciones medico-farma-
céuticas en igualdad de condiciones que la Segu-
ridad Social.

El Defensor del Pueblo de España les informó
que, con anterioridad a su queja, ya se había diri-
gido al Ministerio de Sanidad y Consumo y le
había formulado la recomendación de que adopta-
se las medidas necesarias, en orden a efectuar
las modificaciones legales que resultasen preci-
sas, para garantizar el derecho a la asistencia
sanitaria como derecho público, subjetivo y no
contributivo, cumpliendo así con los principios
constitucionales.

3. Al Instituto Nacional de Empleo:

Una ciudadana presentó una queja basada en
su disconformidad con la propuesta de suspen-
sión de prestaciones que había recibido del Insti-
tuto Nacional de Empleo (INEM), por la no renova-
ción de la demanda de empleo. Manifestaba su
desacuerdo con que solo se contemplase un
único día de margen y horario para realizar el
sellado o renovación de la demanda de empleo.
Argumentaba que, a pesar de estar en situación
de desempleo, tenía determinadas obligaciones
familiares, como el cuidado de sus hijos y de sus
padres enfermos, que hacían muy difícil que dis-
pusiera de un día único para realizar este tipo de
trámites. Añadía que, incluso podría darse el caso
de que, en el día señalado para el sellado y reno-
vación de la demanda de empleo, ella misma se
viese imposibilitada a acudir por razones de salud.

El Defensor estatal le informó que, ya en su
día, había formulado una recomendación al Insti-
tuto Nacional de Empleo para que este considera-
se válidos los partes de consulta y hospitalización
como documentos que justifican la no renovación
de la demanda de empleo, siempre que la enfer-
medad no supere los cuatro días de duración y el
interesado se presente en la oficina de empleo en
el día inmediato o el más próximo posible al que
cesó su situación de enfermedad.

4. Al Ministerio de Justicia:

El origen de esta recomendación fue una queja
en la que un ciudadano español manifestaba su
disconformidad con la resolución denegatoria de
la inscripción de su matrimonio con una ciudada-
na procedente de República Dominicana en el
Registro Civil.

El Defensor del Pueblo de España le informó
que esta situación ya había sido analizada por la
institución, debido a que se habían recibido nume-
rosas quejas en el mismo sentido. Por ello, al con-
siderar que la denegación de la inscripción de
algunos matrimonios podía conllevar serias intro-
misiones innecesarias en la vida de las personas
que habían contraído o pretendían contraer matri-
monio, efectuó la siguiente recomendación:

“Que la interpretación que se efectúa por los
encargados de los Registros Civiles y por la Direc-
ción General de los Registros y del Notariado, a la
hora de inscribir o autorizar matrimonios, respete
íntegramente el derecho de todo ciudadano a con-
traer matrimonio, dejando sin efecto la Instrucción
de la Dirección General de los Registros y del
Notariado de 9 de enero de 1995, y limitándose
por tanto los encargados de los Registros a exigir
de los contrayentes única y exclusivamente aque-
llos requisitos que legalmente se exigen en el
Código Civil, en cuanto a la capacidad de las per-
sonas para contraer matrimonio”.

5. A la Dirección General de Asuntos y Asisten-
cia Consulares:

Un ciudadano de nacionalidad argelina y resi-
dente en Navarra expuso su desacuerdo con la
falta de motivación de la denegación de un visado
de turista para su hermana, por parte del Consula-
do de España en Orán.

El Defensor del Pueblo de España, tras la tra-
mitación de la queja ante los organismos corres-
pondientes, formuló la recomendación a la Direc-
ción General de Asuntos y Asistencias Consulares
del Ministerio del Asuntos Exteriores, de que se
dictase la nueva resolución en una solicitud de
visado de estancia y, en caso de denegación, se
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ajustase a lo previsto en el artículo 28.6 del Regla-
mento de extranjería.

La recomendación no fue aceptada.

6. A la Dirección General de Tráfico:

La queja se refería a la falta de contestación a
una solicitud de prueba en un procedimiento san-
cionador de tráfico.

Tras la tramitación de la queja, el Defensor del
Pueblo de España sugirió, a la Dirección General
de Tráfico, que procediera a la revisión de oficio
del expediente sancionador tramitado por la Jefa-
tura Provincial de Tráfico de Navarra, habida cuen-
ta de las irregularidades existentes en el mismo, y
que procediera a actuar conforme disponen los
artículos 102 y siguientes de la Ley 30/92 de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. La suge-
rencia fue aceptada.

7. A la Dirección General de Tráfico:

La queja planteaba la indefensión que había
sufrido un ciudadano por la denegación de acceso
a determinada documentación integrante de un
expediente sancionador de tráfico. Tras la oportu-
na tramitación, el Defensor del Pueblo recomendó
que se reconociera de oficio la nulidad del expe-
diente sancionador, por vulneración del derecho a
la prueba contradictoria que asiste al sujeto san-
cionado por no permitírsele el acceso que precisa-
ba para su defensa. La recomendación fue acep-
tada.

8. A la Dirección General de Tráfico:

En el tercer caso, un ciudadano planteó una
queja por la denuncia que le había impuesto la
Guardia Civil tras negarse a realizar el test de
alcoholemia. Manifestaba que una insuficiencia
cardiaca, que acreditaba mediante informes médi-
cos, le impedía soplar en el etilómetro con la fuer-
za suficiente para hacerlo funcionar correctamen-
te. Tras admitir la queja y tramitarla, el Defensor
del Pueblo de España formuló, a la Dirección
General de Tráfico, la recomendación de que se
revocara de oficio la sanción del expediente de
referencia por no existir la conducta antijurídica
atribuida al denunciado. La recomendación no fue
aceptada.

9. Al Ministerio de Administraciones Públicas:

Un funcionario adscrito a la Jefatura Provincial
de Tráfico de Navarra planteó una queja por su
disconformidad con la denegación de un permiso
retribuido de tres días por el ingreso hospitalario
del padre de su pareja de hecho.

Remitida la queja al Defensor del Pueblo de
España, este informó al ciudadano que, desde un
punto de vista estrictamente jurídico, no se había
cometido una infracción del ordenamiento jurídico,
por cuanto la normativa no contempla a la parejas
de hecho en los supuesto permisos y licencias a
los funcionarios. No obstante, le informó que,
como la realidad social ha cambiado en los últi-
mos años, ya con motivo de otra queja presentada
por posible discriminación en los concursos de
traslados de los funcionarios que forman una
pareja de hecho frente a los casados, había for-
mulado al Ministerio de Administraciones Públicas
la siguiente recomendación que se reproduce lite-
ralmente:

“Dado que el contenido de la letra a) del apar-
tado 2 del artículo 44 del Real Decreto 364/1995,
de 10 de marzo, por el que se aprueba el Regla-
mento general de ingreso del personal al servicio
de la Administración General del Estado y de pro-
visión de puestos de trabajo y promoción profesio-
nal de los funcionarios civiles de la Administración
General del Estado, solamente permite valorar
como mérito referido a la conciliación de la vida
familiar y laboral el destino previo del cónyuge fun-
cionario, con lo que quedan excluidas para la
obtención de puntos las parejas de hecho, puesto
que ello no está previsto en la norma de rango
legal que desarrolla ni puede deducirse de otros
principios generales del Derecho de orden supe-
rior a los reglamentos de la Administración, se
está produciendo una desigualdad de hecho sin
una razón jurídica, objetiva, económica, o propor-
cional que la justifique, toda vez que se trata de
apoyar la conciliación familiar y profesional del
funcionario que participa en un concurso de tras-
lados.

Como, por otra parte, las normas en general y
en particular el referido precepto, han de ser inter-
pretados de acuerdo con la realidad social del
tiempo en que han de ser aplicados, de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 3.1 del Códi-
go Civil, se recomienda a esa Administración que
se realice una interpretación analógica del mismo,
entendiendo que en esa referencia al cónyuge
figura incluido, por asimilación, el conviviente de
hecho si la unión se halla efectivamente consoli-
dada.

En el supuesto de que no se considere posible
realizar tal interpretación, se le recomienda que se
adopten las medidas necesarias para proceder a
la correspondiente modificación, de forma que se
incluya en dicho precepto reglamentario la expre-
sión “otro miembro de la pareja de hecho funcio-
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nario” o similar, con lo que se eliminaría la discri-
minación que ahora se está produciendo”.

La recomendación no fue aceptada.

10. A la Secretaría General Técnica del Ministe-
rio de Industria, Turismo y Comercio:

Un ciudadano formuló una queja motivada por
su disconformidad con la subida de las tarifas de
electricidad y la desaparición de la denominada
“tarifa nocturna eléctrica”.

El Defensor del Pueblo de España, a raíz de
las numerosas quejas presentadas por el mismo
motivo, formuló la recomendación de que, por el
Ministerio de Industria, se estudiase el estableci-
miento de alguna compensación que diera la
oportunidad a los consumidores afectados de
resarcirse por las pérdidas sufridas a consecuen-
cia de la modificación de las tarifas eléctricas, y
paliar en alguna medida dichos perjuicios econó-
micos. Asimismo, recomendó la concesión de un
período transitorio más prolongado de prestación
del servicio en condiciones similares, con el fin de
adaptar la instalación eléctrica de sus hogares o
negocios a la nueva tarifa de discriminación hora-
ria.

La recomendación no fue aceptada.

11. A la Secretaría General de Instituciones
Penitenciarias del Ministerio del Interior:

Una persona interna en un centro penitenciario
se quejó de la imposibilidad de ejercer su derecho
al voto en las elecciones al Parlamento Europeo,
ya que la documentación para votar llegó al centro
penitenciario fuera de plazo.

El Defensor del Pueblo de España recomendó
que, de cara a futuros procesos electorales, y con
la finalidad de evitar disfunciones como las que en
su momento impidieron, en el supuesto que plan-
tea el promotor de la queja, ejercer su derecho de
sufragio por correo, se dictasen instrucciones más
precisas a los establecimientos penitenciarios que
garanticen, en mayor medida que las actuales,
que las solicitudes de la documentación necesaria
lleguen a manos de la dirección de cada centro, o
funcionario al que se haya encomendado su ges-
tión, en tiempo que permita que las mismas sean
depositadas en el servicio de correos dentro del
plazo legalmente establecido.

La recomendación fue aceptada.

12. Al Ministerio de Sanidad y Consumo:

Una mujer separada exponía en su queja que,
tras su separación matrimonial, había perdido el
derecho a la asistencia sanitaria.

El Defensor del Pueblo de España le informó
que ya había tratado este asunto en años anterio-
res, y que había formulado al Ministerio de Sani-
dad y Consumo la recomendación de que adopta-
se las medidas necesarias, en orden a efectuar
las modificaciones legales que resulten precisas
para garantizar el derecho a la asistencia sanitaria
como derecho público, subjetivo y no contributivo,
cumpliendo así con los principios constitucionales.

13. A la Dirección General de Formación y
Orientación Universitaria del Ministerio de Educa-
ción:

Una ciudadana mostró su desacuerdo con el
procedimiento seguido por el Ministerio de Educa-
ción para solicitarle el reintegro de una beca de
estudios universitarios, ya que no le habían infor-
mado adecuadamente de la posibilidad de realizar
alegaciones, ni del plazo para pagar la deuda en
periodo voluntario.

El Defensor del Pueblo de España recomendó
que se instruyera convenientemente a las distintas
unidades de tramitación de las becas para que, en
los casos en los que concurra alguna causa de
nulidad en la resolución de concesión de las
becas o ayudas al estudio o alguna causa de rein-
tegro, las notificaciones en las que se comunique
tal circunstancia al becario para que proceda a la
devolución al Tesoro Público de la cantidad indebi-
damente percibida, precisen convenientemente el
plazo en el que debe efectuar la devolución para
evitar la incoación del expediente de reintegro.

La recomendación fue aceptada.

14. A la Dirección General de los Registros y
del Notariado:

Un ciudadano español se quejó de las trabas
impuestas para que su mujer, de nacionalidad
nigeriana, pudiera venir a España, así como por la
falta de resolución de un recurso de apelación
frente a la denegación de la inscripción matrimo-
nial por parte del Consulado de España en Nige-
ria.

Tras realizar diversos trámites ante la Secreta-
ria de Estado de Justicia, el Defensor del Pueblo
de España recomendó que el Consulado tramitase
el visado sin solicitar previamente autorización de
residencia o reagrupación familiar ante la Delega-
ción o Subdelegación del Gobierno correspon-
diente.

15. Al Ministerio de Industria, Turismo y Comer-
cio:

El colectivo de productores de energía fotovol-
taica en Navarra presentó ante el Defensor del

B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 8 / 20 de enero de 2012

25



B.O. del Parlamento de Navarra / VIII Legislatura Núm. 8 / 20 de enero de 2012

26

(1) Defensor del Pueblo, Informe Anual 2007 y debates en las Cortes Generales. Pág., 50. En el informe no se especifica cuántas
de estas quejas iban dirigidas a la actuación de la Administración del Estado y cuantas a la actuación de las Administracio-
nes públicas de Navarra.

(2) Defensor del Pueblo, Informe Anual 2007 y debates en las Cortes Generales. Págs. 53 y 54.
(3) Defensor del Pueblo, Informe Anual 2007 y debates en las Cortes Generales. Pág., 58.
(4) Defensor del Pueblo, Informe Anual 2008 y debates en las Cortes Generales. Pág., 45.
(5) Defensor del Pueblo, Informe Anual 2008 y debates en las Cortes Generales. Págs. 49 y 50.

Pueblo de Navarra una queja solicitando la anula-
ción del Real Decreto- Ley 14/2010, de 23 de
diciembre, por el que se establecen medidas
urgentes para la corrección del déficit tarifario del
sector eléctrico, por cuanto la nueva regulación
perjudicaba gravemente sus intereses económicos.

Esta institución, además de remitir la queja
planteada al Defensor del Pueblo de España, rea-
lizó un dictamen sobre la cuestión expuesta en la
queja, que fue remitido con la queja al Defensor
del Pueblo, y en el que se concluía que existían
razones suficientes para promover ante el Tribunal
Constitucional un recurso de constitucionalidad
contra la disposición adicional primera y la dispo-
sición transitoria segunda del citando Real Decre-
to Ley 14/2010, de 23 de diciembre.

El Defensor del Pueblo de España nos comuni-
có su decisión de que no veía oportuna la interpo-
sición del recurso de inconstitucionalidad.

A pesar de ello, tras el estudio de la nueva nor-
mativa, el Defensor del Pueblo de España formuló
al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio la
siguiente recomendación:

“Que, por los órganos competentes, teniendo
en cuenta la nueva coyuntura mundial, se valore la
posibilidad de ordenar el aumento de producción
de horas equivalentes de funcionamiento de las
instalaciones fotovoltaicas, distinguiendo además
entre las diferentes zonas climáticas de España.
También se recomienda que con el fin de evitar
situaciones de incertidumbre, se proceda a elabo-
rar una normativa estable y clara para el sector
eléctrico en régimen especial”.

16. Al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social:

En la queja se exponía la disconformidad de
un ciudadano con el cálculo de la base reguladora
de su pensión de jubilación, obtenido tras treinta y
ocho años de trabajo y cotización al Régimen
General de la Seguridad Social y al Régimen
Especial de Autónomos. Su desavenencia se
basaba en la diferente regulación entre el Régi-
men General y el Régimen de trabajadores autó-
nomos, que consideraba discriminatoria y carente
de justificación.

El Defensor del Pueblo de España le informó
que, con anterioridad a esta queja, ya había dirigi-
do una recomendación al Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social para que procediese a elaborar
las normas precisas que permitan homogeneizar
la acción protectora de los distintos regímenes
especiales de la Seguridad Social con la acción
protectora del Régimen General, en los supuestos
en los que aún no lo estuviere, equiparando su
nivel de cobertura, así como los requisitos exigi-
dos para acceder a las distintas prestaciones, y
dejando únicamente subsistentes aquellas particu-
laridades que estén justificadas por razones de
índole estrictamente técnica.

VI. SUPERVISIÓN DE LAS ADMINISTRACIO-

NES PÚBLICAS DE NAVARRA POR EL DEFEN-

SOR DEL PUEBLO DE ESPAÑA.

6.1 QUEJAS RECIBIDAS DE NAVARRA.

Los informes anuales del Defensor del Pueblo
estatal correspondientes a los años 2007, 2008,
2009 y 2010 contienen, respecto a las quejas pro-
venientes de Navarra, los siguientes datos:

En el año 2007:

• 119 quejas se presentaron desde Navarra,
número que representa un porcentaje del 0,71%
del total de las quejas recibidas en dicho año por
el Defensor del Pueblo de España (1).

• De ellas, 112 quejas se presentaron a título
individual y 7 de forma colectiva(2).

• Del total de las 119 quejas, 59 se remitieron
por el Defensor del Pueblo de Navarra, ya que ver-
saban sobre actuaciones de órganos dependien-
tes de la Administración General del Estado(3).

En el año 2008:

• 196 quejas se presentaron desde Navarra,
que representan el 0,84% del total de las quejas
recibidas en dicho año por el Defensor del Pueblo
de España(4).

• De ellas, 167 quejas se presentaron a título
individual y 29 de forma colectiva(5).
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(6) Defensor del Pueblo, Informe Anual 2008 y debates en las Cortes Generales. Pág. 53.
(7) Defensor del Pueblo, Informe Anual 2009 y debates en las Cortes Generales. Pág. 47.
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(9)Defensor del Pueblo, Informe Anual 2009 y debates en las Cortes Generales. Pág. 55.
(10) Defensor del Pueblo, Informe Anual a las Cortes Generales año 2010. Pág. 19
(11) Defensor del Pueblo, Informe Anual a las Cortes Generales año 2010. Págs. 24 y 25.
(12) Defensor del Pueblo, Informe Anual a las Cortes Generales año 2010. Pág. 28.

• Del total de las 196 quejas, 84 se remitieron
por el Defensor del Pueblo de Navarra, ya que ver-
saban sobre actuaciones de órganos dependien-
tes de la Administración General del Estado(6).

En el año 2009:

• 199 quejas se presentaron desde Navarra,
que suponen un porcentaje del 0,92% del total de
las quejas recibidas en dicho año por el Defensor
del Pueblo de España(7).

• De ellas, 163 quejas se formularon a título
individual y 36 de forma colectiva(8).

• Del total de las 199 quejas, 67 se enviaron
por Defensor del Pueblo de Navarra, por referirse
a actuaciones de órganos de la Administración
General del Estado(9).

En el año 2010:

• 215 quejas se presentaron desde Navarra,
que son el 0,63 % del total de las quejas recibidas
en dicho año por el Defensor del Pueblo de Espa-
ña(10).

• De ellas, 174 quejas se presentaron a título
individual y 41 de forma colectiva(11).

• El Defensor del Pueblo de Navarra remitió al
Defensor del Pueblo de España 87 de las 215
quejas, por versar sobre actuaciones de órganos
de la Administración General del Estado(12).

Tal y como refleja el cuadro resumen insertado
a continuación, en los últimos cuatro años el
40,7% de las quejas que recibe el Defensor del
Pueblo de España desde Navarra han sido remiti-
das por el Defensor del Pueblo de Navarra, por
referirse al funcionamiento de la Administración
General del Estado o de sus órganos periféricos.

2007 2008 2009 2010 Total
Quejas recibidas desde Navarra 119 196 199 215 729
Remitidas por DP Navarra 59 84 67 87 297
% Quejas remitidas 49,6% 42,9% 33,7% 40,5% 40,7%



6.2 ACTUACIONES DE OFICIO REALIZADAS
ANTE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS DE
NAVARRA.

Durante los años 2007 a 2010, el Defensor del
Pueblo de España ha realizado, según figura en
sus informes anuales, un total de 24 actuaciones
de oficio ante las Administraciones públicas de
Navarra. Entre ellas, los informes anuales desta-
can las siguientes:

En 2007:

1. Ante el Departamento de Presidencia, Justi-
cia e Interior, sobre la incidencia del acoso en la
función pública en la Comunidad Foral de Navarra.

2. Ante el Departamento de Presidencia, Justi-
cia e Interior del Gobierno de Navarra, en relación
con la situación de los buceadores profesionales.

3. Ante el Departamento de Salud del Gobierno
de Navarra, en relación con las previsiones que
pudieran existir en Navarra para la adopción de
medidas concretas y estructurales, que permitan
dar respuesta a las específicas necesidades de
las personas residentes en su ámbito territorial y
afectadas por enfermedades raras o poco frecuen-
tes.

4. Ante el Departamento de Asuntos Sociales,
Familia, Juventud y Deporte, a fin de conocer los
problemas planteados para la puesta en práctica
de los derechos que reconoce la Ley 36/2006, de
14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía
Personal y Atención a las personas en situación
de dependencia.

5. Ante el Departamento de Educación del
Gobierno de Navarra, por el incremento de quejas
sobre las dificultades para que los alumnos obten-
gan, en el ámbito escolar, la atención sanitaria
que en ocasiones precisan por razón de enferme-
dades crónicas, metabólicas, etcétera, que les
afecten, con la finalidad de conocer la normativa,
instrucciones y protocolos de actuación que ten-
gan establecidos.

En 2008:

1. Ante el Departamento de Asuntos Sociales,
Familia, Juventud y Deporte, con el fin de recabar
información sobre los centros de menores con
trastornos de conducta y en situación de dificultad
social.

2. Ante del Departamento de Salud, sobre los
trienios de su personal estatutario temporal de los
servicios de salud.

En 2009:

1. Ante el Departamento de Educación, por la
reiteración de quejas relativas a la inadecuada
atención educativa que reciben los alumnos afec-
tados por dislexia en su ámbito de gestión.

2. Ante el Departamento de Asuntos Sociales,
Familia, Juventud y Deporte, para el seguimiento
de las recomendaciones efectuadas por el Defen-
sor del Pueblo de España en el informe monográfi-
co sobre “centros de protección de menores con
trastornos de conducta y en situación de dificultad
social”.

3. Ante el Departamento de Asuntos Sociales,
Familia, Juventud y Deporte, con el fin de recabar
información sobre la aplicación en su ámbito com-
petencial de las disposiciones contenidas en la
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción
de la autonomía personal y atención a las perso-
nas en situación de dependencia.

4. Ante el Departamento de Educación, para
conocer las medidas adoptadas en relación con la
garantía y protección de los derechos de los
menores respecto de la programación en televi-
sión y ciertos contenidos de internet.

5. Ante el Departamento de Asuntos Sociales,
Familia, Juventud y Deporte, en relación con el
grado de cumplimiento en su ámbito competencial
de las recomendaciones realizadas por el Defen-
sor del Pueblo de España en su informe monográ-
fico sobre “daño cerebral sobrevenido en España”.

6. Ante el Depar tamento de Innovación,
Empresa y Empleo, por diversas declaraciones
públicas en las que se denunciaba, por los usua-
rios, las posibles irregularidades en que estaban
incurriendo empresas suministradoras de energía
eléctrica, en la tarificación del consumo corres-
pondiente a los meses de diciembre de 2008 y
enero de 2009.

En 2010:

1. Ante el Departamento de Salud, relativa a las
listas de espera para la aplicación de técnicas de
reproducción humana asistida en el conjunto del
Sistema Nacional de Salud.

2. Ante el Departamento de Salud, con la finali-
dad de conocer y dotar de un tratamiento homo-
géneo al reconocimiento de los servicios profesio-
nales prestados en la situación administrativa de
promoción interna temporal, a efectos de trienios
en el grupo al que correspondían las funciones
efectivamente desempeñadas, una vez que se
accede a la categoría superior como personal
estatutario fijo, en el sistema sanitario de Navarra.
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3. Ante el Departamento de Educación, relativa
a la insuficiente capacidad de las instalaciones
escolares, a las medidas de carácter provisional
con que, en ocasiones, se aborda el problema y
las negativas consecuencias que se derivan de
las prácticas mencionadas desde el punto de vista
de la calidad del proceso educativo de los alum-
nos.

4. Ante el Departamento de Salud, para impul-
sar la reforma legal que permita fijar en la legisla-
ción sobre ordenación farmacéutica y, más con-
cretamente, en la adjudicación de las nuevas
oficinas de farmacia, una reserva legal para perso-
nas con discapacidad como medida de acción
positiva.

6.3 INVESTIGACIONES PRACTICADAS A
LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS DE NAVA-
RRA.

En su conjunto, las investigaciones realizadas
durante los años 2007 a 2010 por el Defensor del
Pueblo de España a las Administraciones Públicas
de Navarra fueron 36, de ellas 12 corresponden a
expedientes de queja y 24 a las actuaciones de
oficio mencionadas en el epígrafe anterior.

El desglose por años es el siguiente:

• En el año 2007, realizó siete investigaciones,
de las que concluyó cinco. En tres de ellas se con-
firmó la correcta actuación de la Administración
navarra objeto de supervisión. Las otras dos
investigaciones continuaban pendientes de cierre
al finalizar el año(13).

• En el año 2008, las investigaciones por que-
jas individuales y por actuaciones de oficio realiza-
das a las Administraciones Públicas de Navarra
fueron seis, de los que se concluyeron tres. En
una de ellas, se constató la correcta actuación de
la Administración navarra objeto de supervisión. Al
finalizar el año seguían en tramitación tres investi-
gaciones(14).

• En el año 2009, se realizaron once investiga-
ciones, de las que se concluyeron cuatro(15).

• Por último, en el año 2010, las investigaciones
por expedientes de queja individual y por actua-
ciones de oficio fueron doce. De ellas, una derivó
de una queja individual, y las otras once respondí-
an a actuaciones de oficio(16).

Tras la supervisión realizada a las Administra-
ciones Públicas de Navarra, el Defensor del Pue-
blo de España ha dirigido individualmente dos
recomendaciones, que se detallan en el siguiente
punto.

6.4 RECOMENDACIONES Y SUGERENCIAS
DIRIGIDAS INDIVIDUALMENTE A LAS ADMINIS-
TRACIONES PÚBLICAS DE NAVARRA.

6.4.1 Al Departamento de Educación(17):

Recomendación sobre la aplicación del
Reglamento de ingreso en los cuerpos docentes
no universitarios.

Un ciudadano expuso el problema derivado de
la aplicación de una convocatoria para el ingreso
en los cuerpos docentes, convocada por Departa-
mento de Educación del Gobierno de Navarra.
Denunciaba la dificultad que los aspirantes al
ingreso encontraban para poder hacer efectiva la
posibilidad de sustituir un ejercicio por un informe
de la Administración educativa en la que habían
prestado servicios, cuando dicha Administración
educativa no era la de Navarra.

El Defensor del Pueblo señaló que, como con-
secuencia de lo dispuesto en el Reglamento de
ingreso, acceso y adquisición de nuevas especiali-
dades en los cuerpos docentes, aprobado por el
Real Decreto 276/2007, de 23 de febrero, en cuyo
artículo 61.2.B.2) se prevé la sustitución del ejerci-
cio por un informe, tuvo lugar una reunión de la
Comisión de Personal de la Conferencia Sectorial
de Educación, en la que las distintas Comunida-
des Autónomas hablaron de este asunto, pero no
llegaron a concretar los acuerdos necesarios para
que cada Administración procediera a la elabora-
ción del informe correspondiente al personal interi-
no que debía examinarse en su ámbito territorial.

Por ello, al no existir un compromiso claro para
hacer efectiva la petición del informe, el Departa-
mento de Educación del Gobierno de Navarra
denegó a un profesor procedente de Aragón la
elaboración del mismo.

La institución estatal recomendó al citado
Departamento que, en las sucesivas convocato-
rias de acceso al empleo público docente no uni-
versitario que se realizasen en Navarra, se adop-
tasen las medidas necesarias para garantizar la
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(18) Defensor del Pueblo, Informe Anual 2008 y debates en las Cortes Generales. Pág. 926.

plena efectividad del derecho a acogerse al infor-
me de la unidad didáctica a aquellos aspirantes
que prestaban servicio para una Administración
educativa distinta, bien asegurando el compromiso
de su emisión, a través de acuerdos interautonó-
micos de cooperación, o bien, tal como otras
Administraciones autonómicas han establecido en
sus convocatorias, emitiendo con cargo a su pro-
pia organización los informes que solicitasen sus
opositores.

6.4.2 Al Ayuntamiento de Berriozar(18):

Recomendación sobre la necesidad de acu-
sar recibo de los escritos formulados por los ciu-
dadanos.

Un policía local del Ayuntamiento de Berriozar
expuso que no había recibido respuesta a un
escrito que había presentado ante el Ayuntamien-
to.

La Alcaldía de Berriozar justificó la falta de res-
puesta al escrito presentado por este ciudadano,
en el hecho de que el Ayuntamiento había enten-
dido que el mismo no exigía una respuesta inme-
diata, sino que lo procedente era tener en cuenta
las alegaciones formuladas como una opinión
vecinal para futuras actuaciones.

El Defensor del Pueblo de España hizo saber
al Ayuntamiento que se podían entender sus ale-
gaciones, pero que, en ningún caso, se podía jus-
tificar la falta de comunicación al interesado, al
menos de la recepción del escrito, recomendándo-
le que dictase las instrucciones oportunas para
que, por los órganos competentes, se acuse reci-
bo, con carácter general, de los escritos que se le
formulen, a efectos de que los ciudadanos tengan
constancia de que los mismos han sido efectiva-
mente recibidos y de que se les va a dar la trami-
tación oportuna. Todo ello en aras de los principios
de garantía y seguridad jurídica.

VII. CONCLUSIONES.

Primera. De los datos expuestos, se puede
concluir que el Defensor del Pueblo de Navarra y
el Defensor del Pueblo de España mantienen
positivas relaciones de apoyo recíproco y mutua
lealtad, en cuya virtud, y a través de cauces de
colaboración y cooperación efectivos, llevan a
cabo sus funciones de supervisión y su misión de
defensa de los derechos y libertades de los ciuda-

danos de un modo pleno y eficaz, sin que se pro-
duzca solapamiento alguno en el ejercicio de sus
funciones.

Segunda. Los ciudadanos y ciudadanas de
Navarra conocen el ámbito competencial de cada
una de ambas instituciones y demandan su inter-
vención en función de cuál sea la Administración
pública a supervisar. De este modo, la práctica
totalidad de las quejas sobre la actividad de las
Administraciones públicas de Navarra se presen-
tan ante el Defensor del Pueblo de Navarra, quien
lleva a cabo las investigaciones pertinentes, for-
mula las recomendaciones y sugerencias que de
ellas se derivan e informa al Parlamento de Nava-
rra de la gestión realizada.

Tercera. Las quejas recibidas en la institución
del Defensor del Pueblo de Navarra sobre la
actuación de la Administración del Estado y sus
órganos periféricos, han sido 559, que represen-
tan un 9,85% de las quejas que el comisionado
navarro ha recibido en total.

Por otro lado, la existencia del Defensor del
Pueblo de Navarra también permite a los ciudada-
nos navarros presentar y completar sus quejas
ante el Defensor del Pueblo de España y recibir el
debido asesoramiento sobre cómo formular su
queja. El 40,7% de las quejas que recibió el órga-
no parlamentario estatal referidas a Navarra se
presentaron en un primer momento en la oficina
del Defensor del Pueblo de Navarra.

Estas quejas se remiten al Defensor del Pueblo
de España, quien tiene reservada la competencia
para su supervisión.

En estos casos, los principios de colaboración
y cooperación mutua se materializan en una fluida
comunicación y en el apoyo recíproco entre
ambas instituciones, para la resolución, por parte
del Defensor del Pueblo de España, de la queja
expuesta por el ciudadano.

Cuarta. Si bien, en ocasiones, se suele alegar
un tanto simplistamente que existe una duplicidad
de instituciones (estatal y foral) para una misma
función, de hecho y en la realidad, ambas institu-
ciones tienen tanto funciones propias y distintas,
como métodos y criterios de supervisión diferen-
tes. Así, en la práctica, la positiva coordinación
entre ambas instituciones permite supervisar toda
la actividad de las Administraciones públicas que
actúan en Navarra y sobre los navarros.
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